
 

 
 
 

Reflexiones en torno al 
financiamiento de una política de 

garantía de derechos para la infancia 
en Colombia 

 
 
 
 
 
 
 

Jaime Rafael Vizcaíno Pulido 
 
 
 
 

 

 

 

 

Universidad Nacional de Colombia 

Facultad de Ciencias Económicas 

Bogotá, Colombia 

2013 





 

Reflexiones en torno al 
financiamiento de una política de 

garantía de derechos para la infancia 
en Colombia 

 
 
 

Jaime Rafael Vizcaíno Pulido 
 
 
 
 

Tesis presentada como requisito parcial para optar al título de: 

Magister en Ciencias Económicas 

 
 
 
 

Director: 

Ph.D. Cesar Augusto Giraldo Giraldo 

 
 
 
 

Línea de Investigación: 

Política Social 

 

Grupo de investigación: 

Socioeconomía, instituciones y desarrollo 

 

 

Universidad Nacional de Colombia 

Facultad de Ciencias Económicas 

Bogotá, Colombia 

2013 





 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

A mi padre, que no me pudo acompañar para 

iniciar estos estudios, y a mi madre, que no 

me pudo acompañar para finalizarlos. 

 

A Andrea, mi esposa, por su paciencia, amor 

y apoyo. 

 

A Sara Lía, Ela Selene y Jaime Andrés, por 

darle sentido a mi vida. 

 

A mis hermanas, hermano, sobrinos y 

sobrinas, por ser mi soporte para seguir 

adelante. 

 

 





 

Agradecimientos 

 

A todas y todos los miembros de la Fundación Escuela para el Desarrollo y el Grupo de 

Investigación en Socioeconomía, Instituciones y Desarrollo por su incansable dedicación 

a la investigación académica en ciencias sociales, cuyo acumulado se ve reflejado en 

parte en las reflexiones propuestas en este trabajo. Un agradecimiento especial a Ilich 

Ortíz, Juan Pablo Sandoval, Yenny Carolina Ramírez y César Giraldo, por sus aportes, 

comentarios y orientaciones para la construcción de este documento. 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 





Resumen y Abstract IX 

 

Resumen 

Este trabajo busca aportar una reflexión acerca de las condiciones de financiamiento que 

requiere una política de garantía de derechos para la infancia en Colombia. Para ello, 

partiendo de las condiciones que debe cumplir una política de garantía de derechos 

dirigida hacia esta población, se analizan las restricciones que impone el actual modelo 

de desarrollo para su cumplimiento, especialmente las derivadas de la adopción de la 

disciplina fiscal como objetivo del Estado y de la orientación de la política social bajo 

principios de mercado. Con base en estas limitaciones, se proponen dos opciones de 

financiamiento para esta política en Colombia: i) aprovechar la protección normativa del 

Gasto Público Social y su estrecha relación con la garantía de los derechos de la 

infancia, y ii) la concurrencia de recursos en el nivel territorial de gobierno, dado que 

todas las fuentes existentes allí son susceptibles de ser dirigidas hacia esta población. 

 

 

 

Palabras clave: Financiamiento de los derechos, Derechos de la infancia, Gasto Público 

Social, Política Social. 
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Abstract 

This paper works about the financing conditions of a public policy aimed to guarantee 

children rights in Colombia. To do this, based on the conditions required to build a public 

policy directed to guarantee rights, here are analyzed the restrictions imposed by the 

current development model for its achievement, especially those related to the adoption 

of fiscal discipline as an objective of state, and the orientation of social policy by market 

principles. Based on this, are proposed two options for financing this policy in Colombia: i) 

use the normative protection of Public Social Spending and its close relationship with the 

guarantee of children rights, and ii) gather resources in territorial level of government, 

where all the existing sources are likely to be directed toward this population. 
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Introducción 
 

El presente trabajo busca aportar una reflexión acerca de las condiciones de 

financiamiento que requiere una política de garantía de derechos para la infancia1 en 

Colombia. La pregunta que lo orienta es cuan posible resulta cumplir con la obligación 

que impone el Código de la Infancia y la Adolescencia (Ley 1098 de 2006) de formular 

este tipo de políticas en todos los niveles de gobierno del país2, dadas unas condiciones 

macroeconómicas que suponen unas limitaciones para ello. Por tanto, el objetivo es 

mostrar que para cumplir con este mandato, es necesario superar las restricciones 

económicas asociadas al actual modelo de desarrollo. 

 

Para proceder con ello, la primera parte resume las condiciones que debe cumplir una 

política de garantía de derechos, la cual debe estar basada en un reconocimiento de la 

ciudadanía y una defensa de la dignidad humana, así como responder a los principios de 

universalidad, integralidad, progresividad, transparencia y participación que caracterizan 

al conjunto de los Derechos Humanos. Enseguida se desarrollan los argumentos que 

justifican la realización de acciones específicas para la infancia, las cuales, además de 

cumplir con los principios mencionados, deben responder al interés superior del niño y la 

niña, la prevalencia de sus derechos y la corresponsabilidad del Estado con la sociedad y 

la familia. Por último, se reflexiona sobre el necesario respaldo que debe tener esta 

política en la finanza pública, que en coherencia con los principios de garantía de 

derechos, debe ser reconocida como un asunto de carácter político y un medio de 

redistribución de los recursos en la sociedad.   

 

La segunda sección presenta algunas restricciones del actual modelo de desarrollo frente 

a la garantía de derechos, con base en un análisis de las implicaciones de la disciplina 

fiscal como objetivo del Estado y de la orientación de la política social bajo principios de 

mercado. De la disciplina fiscal se muestra la limitación que supone en términos de 

                                                
 

1
 El término infancia en este trabajo se asume relacionado con el periodo de vida comprendido 

entre la gestación y los 17 años. Aunque técnicamente se refiere a un ciclo más corto, 
comprendido entre los 6 y 11 años, se optó por emplearlo para todo el periodo mencionado, 
debido a la necesidad de usar un solo vocablo para escatimar la cantidad de palabras del texto y 
guardar consistencia con el lenguaje expresado en la Ley 1098 de 2006. 
2
 Artículo 204. Responsables de las políticas públicas de infancia y adolescencia. Son 

responsables del diseño, la ejecución y la evaluación de las políticas públicas de infancia y 
adolescencia en los ámbitos nacional, departamental, distrital y municipal, el Presidente de la 
República, los gobernadores y los alcaldes. 
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decisión, suficiencia y estabilidad de los recursos del Estado, lo cual pone en riesgo el 

cumplimiento de los principios de universalidad, progresividad y participación en la 

garantía de los derechos. De la política social se expone la contradicción que presenta 

con los principios de universalidad, igualdad y transparencia, debido al tratamiento 

discriminatorio y la desinstitucionalización de la ciudadanía que implica la focalización del 

gasto público y el acceso a los derechos a través de un precio. 

 

A partir de estas consideraciones, la tercera sección explora dos opciones de 

financiamiento de una política de garantía de derechos para la infancia en Colombia. La 

primera se refiere a la protección normativa que cobija al Gasto Público Social, como 

consecuencia de la declaración del país como Estado Social de Derecho. Al respecto, las 

cifras oficiales muestran que entre 2000 y 2012 este gasto ha ganado representatividad 

frente al presupuesto (de 41,8% a 52,6%) y al PIB (de 10,15% a 12,38%), aunque se ha 

mantenido constante (entre 68% y 70%) frente al presupuesto sin deuda. Por su parte, 

las estimaciones propias del gasto en infancia muestran que también ha crecido en 

términos reales entre 2005 y 2010 (25,6%), pero menos que el Gasto Público Social 

(30,3%), por lo cual ha perdido peso relativo frente a éste (de 26,4% a 24,1%) y al 

presupuesto sin deuda (de 17,3% a 15,8%), aunque se mantiene constante frente al PIB 

(alrededor de 3%). A partir de este panorama, se propone que una forma de aumentar el 

gasto en infancia consiste en reconocer su estrecha relación con el Gasto Público Social, 

de modo que no sólo pueda beneficiarse de su protección normativa, sino también 

aumentar en proporción si se adoptan medidas para vigilar el cumplimiento del interés 

superior del niño y la niña y la prevalencia de sus derechos. 

 

La segunda opción que se examina es la concurrencia de recursos en el nivel territorial, 

para lo cual se muestra que todas las fuentes existentes actualmente son susceptibles de 

ser dirigidas hacia la infancia. Se propone que con base en algunos principios y criterios 

básicos de gestión, la reunión de recursos puede coadyuvar en la articulación de 

instituciones, niveles de gobierno y actores sociales, con lo cual también se contribuye a 

cumplir con los principios de corresponsabilidad, integralidad, transparencia y 

participación que exige la garantía de derechos.  

 

En conclusión, a pesar de que las condiciones macroeconómicas restringen el margen de 

acción del Estado para responder a su compromiso con los derechos, una política de 

infancia en Colombia puede ser financiada si se beneficia de la protección normativa del 

Gasto Público Social y la concurrencia de recursos, aunque para ello se requiere 

desarrollar mecanismos que fomenten y vigilen el cumplimiento del interés superior de la 

niñez, la prevalencia de sus derechos y la coordinación y corresponsabilidad entre los 

actores. 

 

Si bien se trata de un documento predominantemente reflexivo, es necesario advertir que 

la profundidad de las discusiones aquí propuestas está limitada por las condiciones de 

extensión y concreción exigidas para un trabajo de tesis en economía. Por tanto, más 
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que desarrollar los detalles teóricos requeridos para construir los argumentos centrales, 

el trabajo se basa en la definición de los puntos de partida conceptuales que los 

sustentan, dejando remitidos los temas de discusión a notas al pie, referencias 

complementarias y la sección de conclusiones. Igualmente, el documento señala varios 

debates e ideas por desarrollar cuyo abordaje queda en deuda, debido a la necesidad de 

dirigir los argumentos hacia la hipótesis central, que consiste en la contradicción entre las 

condiciones de financiamiento que exige la garantía de derechos y el modo actual de 

operación de la política pública. Por esta misma razón el trabajo no desarrolla un 

tratamiento exhaustivo de cifras que soporten todas sus afirmaciones, sino que acude a 

las luces ofrecidas por otros estudios y documentos de referencia que tratan los temas 

correspondientes; no obstante, incorpora un procesamiento importante información en la 

identificación y análisis del gasto específico en infancia, cuyos resultados se resumen en 

el anexo. Aún con estas consideraciones, se espera que el documento contribuya de 

alguna manera a alimentar las discusiones y análisis requeridos para aproximar cada vez 

más la constante declaración de derechos en el papel, a las condiciones económicas, 

políticas y sociales que exige su realización.  
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1 El enfoque de derechos en la política de 

infancia 
 

1.1 Derechos, dignidad y ciudadanía  

Los derechos son un “conjunto de principios y normas expresivos de una idea de justicia 

y orden, que regulan las relaciones humanas”, en cuyo cumplimiento el Estado 

desempeña un rol decisivo, dado que “pueden ser impuestos de manera coactiva” (RAE, 

2012a). De acuerdo con ello, los Derechos Humanos expresan una idea de justicia y un 

rol del Estado, cuya explicación deviene de las distintas corrientes ideológicas que han 

participado en su proceso histórico de construcción. Por un lado, los Derechos Civiles y 

Políticos (Primera Generación3), procedentes de los conflictos políticos del siglo XVIII en 

Inglaterra, Estados Unidos y Francia, recogen del liberalismo y el iusnaturalismo la 

abstención de la injerencia del Estado en la esfera privada y la defensa de la libre 

determinación de la persona. Por otro lado, los Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales (Segunda Generación), producto de las movilizaciones obreras de la segunda 

mitad del siglo XIX orientadas por el socialismo, invocan la activa intervención del Estado 

en la transformación y dirección del contexto social, así como en la garantía de unas 

condiciones de vida básicas para posibilitar el ejercicio de los derechos. Finalmente, con 

la proposición de los Derechos de Solidaridad o Colectivos (Tercera Generación) desde 

la década de los ochenta, se insta a la acción supranacional y la garantía de un entorno 

digno para la Humanidad (ambiente, paz, autodeterminación de los pueblos, etc.), de 

acuerdo con una influencia ideológica ampliamente diversa. 

 

Esta pluralidad de planteamientos sobre la justicia y el rol del Estado se equilibran en el 

concepto de dignidad humana, que constituye el fundamento de los derechos4 y su 

preservación y exaltación, el propósito esencial del Estado5. En efecto, la dignidad 

representa el principio de justicia que cimenta los derechos, dado que de ella se 

                                                
 

3
 Vasak (1977) fue el primero en proponer la división de los Derechos Humanos en tres 

generaciones, siguiendo su proceso histórico de desarrollo y el sentido de la consigna central de 
la Revolución Francesa: Libertad, Igualdad, Fraternidad. Desde entonces es común referirse a las 
tres generaciones de Derechos Humanos para distinguir en su orden, los derechos civiles y 
políticos, los derechos económicos sociales y culturales y los derechos de solidaridad. 
4
 “Ya parece ser una idea común entre varios autores de diferentes latitudes la concepción de que 

el principio de la dignidad humana es el fundamento de los derechos humanos” (Hoyos, 2005, pp. 
157) 
5
 “Los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en los derechos 

fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad de 
derechos de hombres y mujeres, y se han declarado resueltos a promover el progreso social y a 
elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad” (Declaración Universal de 
Derechos Humanos, Preámbulo). 
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desprende el ejercicio de la libertad6, entendida tanto en su sentido negativo (ausencia 

de coerción) como positivo (condiciones que posibiliten la acción individual). Es por ello 

que su garantía exige tanto respetar la individualidad natural, abstracta y universal de la 

persona, como ofrecerle unas condiciones políticas y sociales concretas para actuar en 

función de sus propios propósitos7. Por tanto, su protección requiere que el Estado 

desempeñe un rol tanto de gendarme de la vida privada, como de planificador del 

contexto social, y eso es justamente lo que expresan sus tres niveles de obligación con la 

garantía de los Derechos Humanos (Gialdino, 2003):  

 

1. Respetar: Evitar medidas que obstaculicen o impidan el goce efectivo de los 

derechos. 

2. Proteger: Impedir que terceros entorpezcan su ejercicio. 

3. Realizar: Adoptar medidas positivas (facilitar) que permitan el disfrute de los 

derechos a las personas y comunidades, facilitar su ejercicio (proveer) a 

personas o comunidades que no pueden hacerlo por razones ajenas a su 

voluntad, y emprender acciones para promover, mantener y mejorar el ejercicio 

de los derechos.  

 

Para que el Estado cumpla con estas obligaciones, la sociedad también debe cumplir las 

suyas, que son respetar la autoridad política, obedecer la Ley y pagar los impuestos 

(Giraldo, 2008, pp. 1). Esta reciprocidad entre la sociedad y el Estado es el fundamento 

de la ciudadanía, que “se entiende como una cualidad integradora de tres conceptos 

esenciales: participación, derechos y pertenencia” (Bautista, 2006, pp. 1), y que de 

acuerdo con su concepción tradicional8, constituye la relación social substancial de la 

garantía de los derechos y el ejercicio de la libertad. 

 

Como concepto, la ciudadanía encarna incontables debates cuyo abordaje desborda las 

posibilidades de este trabajo. Sólo a título ilustrativo, se presentan tensiones entre su 

condición de status (pertenencia) y su carácter de virtud pública (participación), entre su 

condición jurídica (posesión de derechos) y su expresión material concreta (condiciones 

de vida), entre su pretensión identitaria (nacionalismo) y la reivindicación de múltiples 

                                                
 

6
 “De la dignidad de la persona humana irradia la libertad y la igualdad como principios básicos 

que se van a concretar en derechos humanos” (Carpizo, 2011, pp. 6). 
7
 Estas condiciones de la dignidad también pueden entenderse a modo de tensiones: (i) entre su 

carácter natural y artificial, (ii) entre su carácter abstracto y concreto, y (iii) entre su carácter 
universal y particular (Bohórquez y Aguirre, 2009). 
8
 La visión dominante de la ciudadanía es sin duda la que proviene del liberalismo clásico 

asociado a los ideales de la Revolución Francesa, resumida en la noción del Contrato Social. Una 
perspectiva más amplia que sirve para los propósitos de este trabajo es la noción republicana, que 
se puede diferenciar de la liberal esencialmente en dos aspectos: 1) La concepción de la libertad, 
que no alude a la ausencia de coerción, sino de dependencia o dominación, y 2) El sentido de la 
ciudadanía, que no reposa sólo en la posesión de derechos, sino ante todo en el ejercicio de las 
virtudes públicas.  
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identidades (de género, de etnia, etc.), entre si cobija solamente los derechos civiles y 

políticos (ciudadanía liberal) o también los derechos económicos y sociales (ciudadanía 

social), y entre su orientación incluyente e igualitaria hacia adentro, pero su efecto 

excluyente y discriminatorio hacia afuera, por mencionar algunas.  

 

No obstante, dado que “la historia jurídico-política de la humanidad es, en gran medida, 

la historia por la lucha de la ciudadanía, de su reconocimiento y extensión a todos los 

seres humanos” (Velasco, 2006, pp. 195), las tensiones que enfrenta el concepto son 

apenas un reflejo de los debates que integran la historia misma de los Derechos 

Humanos. Así como la dignidad humana condensa en su concepción posturas diversas 

en torno a la justicia social y el rol del Estado, la ciudadanía hace lo propio con el 

intercambio de derechos y deberes que sustenta la relación esencial entre sociedad y 

Estado, por lo cual es un concepto en constante redefinición y adaptación a los cambios 

del contexto social. 

 

Es así como su concepto implica al mismo tiempo una relación de pertenencia a una 

comunidad9 y una posesión de derechos individuales (visión pasiva), pero también el 

cumplimiento de unas responsabilidades sociales10 y una participación en la vida pública 

(visión activa). Descansa en una obediencia de la Ley, pero invita a la participación activa 

en su definición11. Respeta la esfera privada de las personas, pero enfatiza en la 

actividad pública como realización individual12. Representa una relación jurídica que 

invoca igualdad ante la ley (derechos civiles y políticos), pero también exige la garantía 

de unas condiciones sociales y políticas básicas para hacerla efectiva (derechos 

                                                
 

9
 La pertenencia es el elemento más debatido actualmente en la ciudadanía, debido a situaciones 

como la inmigración, la globalización, el surgimiento de formas plurales de pertenencia, la 
reivindicación de identidades culturales que no reconocen fronteras nacionales (género, etnia, 
etc.) y la exhortación a la acción supranacional, que ponen en entredicho su carácter identitario 
con una nacionalidad y evidencian su carácter excluyente. Al respecto, el republicanismo propone 
que la “titularidad [de la ciudadanía] no se vincularía a una determinada relación de pertenencia, 
sea ésta un linaje o una etnia, ni al dominio de una lengua, ni a un lugar de nacimiento, sino que 
se asocia fundamentalmente a la condición de residente en el territorio de una comunidad política 
y, sobre todo, al hecho de compartir una vida en común” (Peña, 2003, pp. 25-26, citado en 
Velasco, 2006, pp. 202, subrayado añadido). 
10

 Esto se asocia con el sentido que tiene la noción sujeto de derechos, que significa “ser 
susceptible de adquirir tanto derechos como obligaciones” (RAE, 2012b). Al respecto Peña (2004, 
pp. 123) señala que el republicanismo reconoce al individuo como “alguien que se defina por su 
vinculación a la ciudad y entiende que la garantía de su libertad estriba en el compromiso con las 
instituciones políticas y el cumplimiento de sus deberes para con la comunidad”. De igual manera, 
Tugenhadt (1994, pp. 4) sentencia que “ser el sujeto de un derecho es asumir una obligación, 
pero también es asumir una autonomía”. 
11

 “El corazón del autogobierno democrático es el ideal de la autonomía pública, a saber, el 
principio de que quienes están sujetos a la ley también deberían ser sus autores” (Benhabib, 
2005, pp. 154) 
12

 Esta acepción de la ciudadanía proviene del propio Aristóteles, que señaló en su Política: “Un 
ciudadano en sentido estricto se define por ningún otro rasgo mejor que por participar en las 
funciones judiciales y en el gobierno” (citado en Velasco, 2006, pp. 206, nota 6). 



8 Reflexiones en torno al financiamiento de una política de garantía de derechos 

para la infancia en Colombia 

 
económicos y sociales)13. Exhorta a la deliberación y la definición de los intereses 

comunes, pero también a la defensa de las particularidades individuales y las 

reivindicaciones culturales14. Y finalmente, propende por la conformación de arreglos 

institucionales afines a la democracia y representativos de la participación15, pero se 

proyecta hacia esquemas de autogobierno y autonomía política social, que representan 

el estadio más alto de ejercicio de la libertad y su expresión social por excelencia16. 

 

Al igual que la dignidad humana, la ciudadanía carga consigo las tensiones del cuerpo de 

Derechos Humanos, pero al mismo tiempo es la que les da coherencia y sentido en 

función de un mismo propósito, que es el ejercicio de la libertad. A pesar de sus múltiples 

acepciones y de otras más que quedan sin abordar, su común denominador con la 

dignidad es el establecimiento de las condiciones requeridas para ser libre, pero ya no 

desde una perspectiva individual, sino desde la participación en la vida pública y el 

desarrollo de la vida en sociedad. En consecuencia, la función del Estado ante la 

ciudadanía y ante la preservación y exaltación de la dignidad humana es la misma: 

garantizar los Derechos Humanos, que es lo que en últimas posibilita tanto el ejercicio de 

la libertad a nivel individual, como la construcción de las condiciones requeridas para 

practicar la libertad en sociedad. 

1.2 Principios de la garantía de derechos 

Que el Estado se reconozca como garante de los Derechos Humanos, proteja la dignidad 

como fin último de todas sus acciones y propenda por el ejercicio pleno de la ciudadanía, 

exige que sus acciones correspondan con los siguientes principios de actuación17: 

                                                
 

13
 Esta es la visión de la ciudadanía social propuesta por T. H. Marshall, según la cual no es 

posible ejercer las libertades individuales y cumplir los deberes sociales, sin tener garantizado un 
mínimo de bienestar (Marshall y Bottomore, 1998). 
14

 “El enfoque republicano pretende configurar la esfera pública poniendo el énfasis especialmente 
en aquello que puede ser compartido por todos, en aquello que resulta común, dejando de lado 
las diferencias que separan para concentrarse en las similitudes y coincidencias que unen a los 
integrantes de cada sociedad” (Velasco, 2006, pp. 201). 
15

 “El republicanismo de corte liberal propone adaptar la democracia representativa a un modelo 
de ciudadanía mucho más participativa, aunque sin alcanzar los niveles de la democracia directa” 
(Velasco, 2006, pp. 196). En otros términos, la ciudadanía moderna exige una democracia que 
trascienda el ingenuo supuesto de que una visión compartida de la justicia permite la cohesión 
social, como lo asume la democracia representativa, por lo cual se inclina por un arreglo 
institucional de carácter deliberativo que se adapte a las condiciones cambiantes del contexto 
social. 
16

 “Sea lo que signifique la libertad, no cabe concebir ser libre sin una sociedad libre. Es por ello 
que por lo que [los republicanos] vinculan la libertad con el autogobierno, esto es, con la 
capacidad de la comunidad política para tomar control de sus propios destinos.” (Velasco, 2006, 
pp. 197). 
17

 Estos principios son recogidos por el Enfoque Basado en Derechos Humanos (EBDH) de las 
Naciones Unidas, que es “la aplicación de las normas y los estándares establecidos en la 
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 Universalidad, Igualdad y No Discriminación: Por definición, los Derechos 

Humanos son inherentes a la persona, por lo cual son inalienables, 

irrenunciables, irrevocables e intransmisibles. Esto significa que las personas 

nacen con derechos por el simple hecho de ser humanos y que todas tienen los 

mismos derechos, independientemente de sus atributos particulares o su contexto 

social. No obstante, para cumplir con este principio, es necesario que el Estado 

identifique los grupos más vulnerables y marginados de la sociedad con el fin de 

emprender acciones especiales de garantía, sin que ello implique desatender su 

obligación con el resto de personas. 

 

Empero, el hecho de que todas las personas tengan los mismos derechos, no 

significa que los ejerzan del mismo modo. Por tanto, la garantía de los derechos 

exige adoptar también una perspectiva diferencial, es decir, reconocer la 

diversidad de formas de vida que caracteriza a los seres humanos en el uso de su 

libertad, en cuanto a su edad, sexo, etnia, cultura, capacidades personales, 

condiciones socioeconómicas, contexto geográfico y entorno social al que 

pertenecen. Igualmente, implica propender porque esa diferencia no sea objeto 

de discriminación ni obstáculo para el ejercicio de los derechos, sino más bien 

una circunstancia natural, positiva y dinámica de la convivencia en sociedad. Este 

reconocimiento también requiere que las acciones del Estado sean adaptables a 

las particularidades cambiantes de las personas, y ajustadas a las necesidades 

de cada contexto social. 

 

 Indivisibilidad e Interdependencia: Ningún derecho es inferior a otro y cada 

derecho depende y contribuye al cumplimiento de los demás. Los derechos se 

basan en el reconocimiento de la integralidad de la persona como un ser 

completo en todas sus dimensiones (física, psicológica, social, espiritual, etc.), por 

lo cual ninguno puede tener prioridad sobre otros y su cumplimiento exige que 

sean garantizados simultáneamente y en igualdad de condiciones. 

 

 Progresividad y No Retroceso: Los Derechos Humanos cuentan con un núcleo 

esencial18 que puede y debe crecer en la medida en que se encuentre 

garantizado para todas las personas. Esto significa que siempre es posible 

                                                                                                                                              
 

legislación internacional de derechos humanos para las políticas y prácticas relacionadas al 
desarrollo. Se basa en la observación de que el desarrollo humano sostenible depende y 
contribuye al ejercicio conjunto de los derechos sociales, económicos, civiles, políticos y 
culturales” (PNUD, 2007, pp. 2). 
18

 La doctrina del núcleo esencial deviene de las interpretaciones del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Al respecto, el Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales expresa que cada Estado Parte tiene una “obligación mínima de asegurar la 
satisfacción de por lo menos niveles esenciales de cada uno de los derechos” (Obs. No. 3, núm. 
10). Véase Gialdino (2003, pp. 39-43). 
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aumentar su alcance en función del llamado a elevar la dignidad humana, al igual 

que el énfasis en preservarla exige que sus estadios de garantía no se reduzcan 

ni retrocedan. Por tanto, todos los logros alcanzados en la garantía de los 

derechos deben ser como mínimo conservados, aunque el Estado debe 

propender por aumentarlos en la medida de sus posibilidades. 

 

 Rendición de Cuentas y Transparencia: La garantía de los derechos es un 

compromiso del Estado con la sociedad, que exige una explicación constante de 

su cumplimiento. En este sentido, la coherencia guardada entre la normatividad 

nacional y los acuerdos internacionales, la transparencia en la definición y 

ejecución de los presupuestos públicos, la orientación que tengan las iniciativas 

del Estado hacia su garantía y la confiabilidad de la información divulgada sobre 

su efectivo ejercicio, son prácticas que expresan el respeto del Estado por su 

compromiso y generan confianza sobre su cumplimiento, lo cual redunda en 

últimas en favor de su legitimidad. La rendición de cuentas es además un medio 

propicio para que la sociedad se involucre y participe en los asuntos públicos, de 

modo que contribuye también al ejercicio de la ciudadanía visto desde la 

vinculación a espacios públicos de control, decisión y deliberación.  

 

 Empoderamiento y Participación: El cumplimiento de los derechos exige su 

promoción y educación entre los sujetos titulares para generar conciencia sobre 

las implicaciones del ejercicio de la ciudadanía. Además, requiere tener en cuenta 

el punto de vista de las personas sobre las particularidades y necesidades de su 

contexto, para que las acciones que desarrolle el Estado se ajusten a sus 

intereses y sean guiadas por sus propósitos más valorados. Esto exige adelantar 

acciones constantes de sensibilización entre las personas sobre las implicaciones 

del ejercicio de los derechos, con el fin de que la participación sea tanto una 

expresión efectiva de ello, como una señal de autonomía en el cumplimiento de 

las normas sociales. 

1.3 Derechos de la infancia
19

 

Además de las obligaciones generales con la sociedad, el Estado tiene unas obligaciones 

específicas con los niños y niñas debido a su particularidad en tres sentidos: (I) su 

condición como sujetos de derechos, (II) la importancia de la garantía de sus derechos y 

(III) la especificidad de sus derechos y de los principios para garantizarlos.  

 

                                                
 

19
 Parte de las ideas trabajadas en esta sección fueron desarrolladas por el autor en Vizcaíno 

(2012). 
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En efecto, (I) los niños y niñas son sujetos de derechos que tienen condiciones distintas a 

las del resto de la sociedad. Primero, no están sujetos al cumplimiento autónomo de 

obligaciones ciudadanas, dado que no pagan impuestos, y su disposición ante la Ley y la 

autoridad general del Estado se remite a casos muy específicos20. Segundo, su 

participación en la sociedad exige lenguajes y mecanismos de diálogo especiales para 

lograr su efectiva vinculación a la exigencia de sus derechos y la toma de decisiones de 

política. Tercero, están expuestos a la vulneración de sus derechos, debido a que 

dependen de terceros (los adultos) para que intercedan por ellos ante la Ley. Y 

finalmente, ejercen sus derechos de modo distinto al resto de la sociedad, por lo cual 

exigen intervenciones diferenciadas y específicas para garantizarlos.  

 

Aún con estas particularidades, los niños y niñas son igualmente sujetos de derechos, 

por lo cual el Estado tiene la obligación de hacer valer su condición de ciudadanos. En 

virtud de ello, su propósito fundamental es asegurar su Protección Integral, la cual 

implica la realización de cuatro tipos de acción afirmativa (MSPS, 2012, pp. 11): 

 

1. El reconocimiento de los niños y niñas como sujetos de derechos y de la 

especificidad de sus derechos. 

2. La garantía (respeto, protección y realización) de sus derechos. 

3. La prevención y atención oportuna de toda situación de riesgo para su 

cumplimiento, bajo un enfoque proactivo y no reactivo. 

4. El restablecimiento de su dignidad humana ante situaciones de amenaza o 

vulneración de sus derechos. 

 

Como imperativo normativo, la Protección Integral implica poner a los niños y niñas en 

una posición privilegiada frente al resto de la sociedad, dado que además de garantizar 

sus derechos, el Estado debe promover su reconocimiento, prevenir su transgresión y 

restablecer su dignidad ante las vulneraciones, sin que medien para ello obligaciones ni 

condicionamientos de reciprocidad en la relación de ciudadanía.  

 

Además de lo anterior, (II) la condición de “sujetos en desarrollo” exige que los niños y 

niñas tengan un tratamiento especial en la sociedad. Dado que sus capacidades y 

habilidades como personas evolucionan constantemente, la construcción de su 

autonomía exige el acompañamiento permanente del Estado y la sociedad para forjar sus 

características como ciudadanos. En este punto la familia desempeña un rol decisivo, al 

ser el “grupo fundamental de la sociedad y medio natural para el crecimiento y el 

bienestar de todos sus miembros, y en particular de los niños [y niñas]”, por lo cual no 

sólo acarrea responsabilidades en la garantía de sus derechos, sino además “debe 

                                                
 

20
 Ejemplo de estos casos son las situaciones de adopción y de responsabilidad penal ante la Ley, 

en los cuales los niños y niñas entran en una relación jurídica directa con el Estado, que requiere 
un tratamiento altamente especializado. En todas las demás relaciones legales, la familia actúa 
como intermediario. 
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recibir la protección y asistencia necesarias para poder asumir plenamente sus 

responsabilidades dentro de la comunidad” (CDN, Preámbulo), que son ser el seno de su 

desarrollo y su representación ante la sociedad.  

 

En términos económicos, la importancia de garantizar los derechos de la infancia radica 

en su reconocimiento como la inversión social más rentable a largo plazo. Esto se debe a 

que contribuye en gran medida a generar capital humano y social21, que es la única 

fuente de crecimiento económico que presenta rendimientos crecientes, según la teoría 

económica22. Recientes estudios (Heckman y Carneiro, 2003; Schweinhart, 2004; Rolnick 

y Grunewald, 2003 y 2006) demuestran que el gasto en infancia genera las mayores 

tasas de retorno a nivel agregado, debido a tres razones fundamentales: (i) son las 

inversiones que tienen el mayor periodo de retorno, (ii) al potenciar las capacidades 

individuales se traducen en mejores competencias productivas a futuro, y por ende en 

mayores ingresos esperados individuales y sociales, y (iii) favorecen la sostenibilidad 

económica del Estado, al generar menores gastos sociales y mayores ingresos tributarios 

en el largo plazo.  

 

De acuerdo con Sen (1999), los efectos de asegurar una buena calidad de vida durante 

la niñez se reflejan en la etapa adulta a través del mejoramiento de cuatro capacidades 

individuales: (i) De vivir una buena vida, (ii) de ganarse la vida y ser económicamente 

productivo, (iii) de vivir con otros y participar en actividades sociales, y (iv) de vivir como 

ciudadanos activos y deliberantes. Van der Gaag (2002) sugiere que estos efectos se 

transmiten a nivel general de la sociedad por cuatro vías similares: 

 

1. Salud: La garantía de los derechos en la infancia incide en menores tasas de 

enfermedad y mortalidad, mejores índices de nutrición y mayor práctica de estilos 

de vida saludables, lo cual implica a su vez una menor demanda de servicios de 

salud a futuro, y una mayor efectividad de las acciones de promoción y 

prevención. 

 

2. Educación: Se observa una menor repitencia y deserción escolar, mayor 

permanencia y asistencia educativa, mejores resultados en calidad y mayor 

                                                
 

21
 El Capital Humano, propuesto inicialmente por Schultz (1962) y Becker (1964), se refiere a las 

destrezas particulares de los individuos dadas por su nivel de educación, salud y nutrición. Por su 
parte, el Capital Social, desarrollado por Coleman (1990) y Putnam (1993), se refiere a la 
influencia de las relaciones sociales en el logro de los objetivos individuales y sociales. Por ser 
factores de producción basados en las condiciones humanas, toda inversión dirigida a los niños y 
niñas necesariamente incide en su acumulación y mejoramiento. 
22

 Los trabajos de Romer (1986), Lucas, (1988) y Barro (1990) en los noventa fueron 
determinantes para demostrar la potencialidad del capital humano como fuente de crecimiento 
económico, al ser el único factor de la función de producción agregada que no tiene un valor 
estacionario en el largo plazo. 
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capacidad investigativa para quienes tienen garantizados sus derechos desde el 

principio; este resultado a largo plazo se refleja en menor analfabetismo, mayor 

nivel educativo promedio de la población, menores costos de recuperación 

escolar y mayor demanda de educación superior. 

 

3. Cohesión social: La garantía de los derechos en la infancia se expresa en mayor 

solidaridad, respeto por las instituciones, confianza por las prácticas de la 

democracia y disposición hacia la decisión colectiva. 

 

4. Reducción de costos sociales en la corrección de las desigualdades: Por un 

lado, las grandes diferencias de capacidades y oportunidades se producen en la 

infancia, de modo que la garantía universal de sus derechos representa 

inversiones de menor costo y mayor impacto para promover la equidad, que 

aquellas realizadas en la vida adulta. Por otro, las desigualdades que no se logren 

corregir con ello de manera progresiva y desde un enfoque diferencial, tendrán 

una magnitud y dificultad mucho menor que aquellas que no han sido antecedidas 

por estas intervenciones, razón por la cual su costo social y su duración serán 

notablemente menores en el futuro. 

 

En resumen, la garantía de los derechos de la infancia propicia dos procesos deseables 

a largo plazo para las sociedades: crecimiento económico y reducción de las 

desigualdades sociales. Su trasfondo es la contribución al Desarrollo Humano, que se 

expresa en un mejoramiento general de las condiciones de vida y en un aporte 

fundamental a la garantía de la dignidad humana. Con este propósito, se contribuye 

además significativamente a lograr los fines esenciales del Estado, que son garantizar el 

bienestar general y la efectiva realización de los Derechos Humanos. De este modo, se 

favorece la construcción de sociedades equitativas, solidarias y democráticas, 

sustentadas además en condiciones materiales dignas. 

 

Por lo anterior, (III) es importante cumplir con los derechos específicos de los niños y 

niñas proclamados en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño (CDN) de 

1989, que es el instrumento normativo que condensa todos los debates mundiales del 

siglo XX acerca de su importancia en la sociedad23. De acuerdo con el Manual para su 

                                                
 

23
 La historia de los derechos de los niños y niñas comienza con el “Congreso Panamericano de 

Niñez” en 1904. Posteriormente, en 1924 la Sociedad de las Naciones adopta la “Declaración de 

Ginebra” conocida como la primera declaración de cinco puntos sobre los derechos del niño. En 

1948 la Asamblea General de las Naciones Unidas amplía esta versión y en 1959 adopta una 

declaración de diez puntos que reconoce que “la humanidad debe al niño lo mejor que pueda 

darle”. Sin embargo, estas declaraciones sólo eran principios y los países no contaban con 

estructuras institucionales para hacerlos efectivos, por lo cual en 1979 Polonia presentó a las 

Naciones Unidas un proyecto de Convención que sería discutido a lo largo de 10 años y 
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implementación desarrollado por UNICEF (1998), los derechos allí consagrados se 

pueden clasificar en cuatro grupos: 

 

1. Supervivencia: Derechos que propenden por la preservación y el disfrute de la 

vida de los niños y niñas, más allá de la conservación de su existencia biológica. 

En términos generales, se relacionan con las áreas de salud, nutrición y 

bienestar, consideradas en sus niveles más altos posibles. 

 

2. Desarrollo: Derechos asociados a las dimensiones físicas, mentales, sociales, 

morales y espirituales implicadas en el desarrollo integral de sus capacidades y 

habilidades para desenvolverse en los diferentes ámbitos de la vida. Incluye los 

derechos a la crianza y el desarrollo por parte de sus familias, a la educación, el 

juego, la recreación, el esparcimiento, la participación en la vida cultural y las 

artes y al desarrollo de su propia vida cultural, religión e idioma. 

 

3. Ciudadanía: Derechos relacionados con el reconocimiento de los niños y niñas 

como ciudadanos y sujetos de derechos, y con la garantía de las condiciones 

básicas para llevar a cabo su vida en sociedad y ejercer su libertad. En este 

sentido, se cuentan los derechos a ser registrado después del nacimiento, tener y 

conservar una identidad, ser escuchados y ejercer su libertad de información, 

expresión, opinión, asociación y participación en las decisiones relacionadas 

consigo mismos y con la sociedad.  

 

4. Protección: Derechos de ser protegidos de toda situación perjudicial para su 

integridad y dignidad, lo cual exige la intervención del Estado para evitar, atender 

y restablecer sus vulneraciones. En este sentido, se encuentran los derechos a 

ser protegidos frente a situaciones como abandono, maltrato, abuso, trabajo 

infantil, explotación sexual, secuestro, conflictos armados, reclutamiento, trata de 

personas, tortura, entre otras. 

 

Las acciones dirigidas a garantizar los derechos de la infancia deben cumplir con los 

principios básicos de los Derechos Humanos; es decir, deben ser: 

 

i. Universales: Dirigirse a todos los niños y niñas, atendiendo a sus diferencias de 

condición y contexto y sin discriminación con respecto a los adultos. 

ii. Integrales: Apuntarle a la garantía de todos sus derechos. 

iii. Progresivas: Propender por mantener su vida, supervivencia y desarrollo en la 

máxima medida posible. 

                                                                                                                                              
 

finalmente adoptado por las naciones asociadas en 1989 para avanzar en este propósito (Durán, 

2007, pp. 41). 
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iv. Transparentes: Rendir cuentas sobre su cumplimiento a la sociedad y a los 

propios niños y niñas, atendiendo a la especificidad de su desarrollo.  

v. Participativas: Contribuir a la construcción de su autonomía como ciudadanos, 

permitiéndoles formarse una opinión propia y libre, según su ciclo de vida, y a 

ejercer su derecho a ser escuchados y a participar en todas las circunstancias 

que les afecten o sean de su interés. 

 

Pero además deben cumplir con unos principios específicos contemplados en la CDN, 

que devienen del reconocimiento de la importancia social de los niños y niñas y de su 

particularidad como sujetos de derechos:  

 

 Interés superior del niño y la niña: Se refiere a la primacía de su bienestar en 

todas las decisiones “que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar 

social” (CDN, Art. 3). De acuerdo con la Ley 1098 de 2006, significa “el imperativo 

que obliga a todas las personas a garantizar la satisfacción integral y simultánea 

de todos sus Derechos Humanos, que son universales, prevalentes e 

interdependientes” (Art. 8). En otros términos, este principio aboga por que toda 

decisión de política tenga en cuenta sus efectos sobre la vida de los niños y 

niñas, de manera que la conservación de su bienestar en el nivel más alto posible 

sea un criterio fundamental. 

 

 Prevalencia: Este principio implica que “En caso de conflicto entre dos o más 

disposiciones legales, administrativas o disciplinarias, se aplicará la norma más 

favorable al interés superior del niño, niña o adolescente” (Ley 1098 de 2006, Art. 

9). En otras palabras, si fuera necesario tomar una decisión sobre cuáles 

derechos garantizar primero, éstos deberían ser los de la infancia24.  

 

 Corresponsabilidad: Si bien el Estado tiene la obligación de garantizar (respetar, 

proteger y realizar) los derechos de la infancia, también la familia y la sociedad 

desempeñan un rol fundamental, en tanto son el contexto en el cual se 

desenvuelven a diario los niños y niñas y en el que se lleva a cabo su proceso de 

desarrollo. Es por ello que “la familia, la sociedad y el Estado son corresponsables 

en [la] atención, cuidado y protección” de los niños y niñas (Ley 1098 de 2006, 

Art. 10, subrayado añadido), por lo cual “tienen obligaciones concurrentes, 

simultáneas e interrelacionadas” (MSPS, 2012, pp. 27) en la garantía de su 

Protección Integral. En términos prácticos esto significa que “La familia, la 

comunidad y el Estado deben exigir y vigilar la gestión de los demás y ninguno 

puede eludir su responsabilidad argumentando la incompetencia del otro o ceder 

su responsabilidad objetando su propia incapacidad o falta de recursos” (Ibíd.). 

                                                
 

24
 Este principio es ratificado por la Constitución Política de Colombia, que estipula que “los 

derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás” (Art. 44). 
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En resumen, la Protección Integral, el interés superior, la prevalencia, la 

corresponsabilidad y la especificidad de los derechos de los niños y niñas, son elementos 

que en conjunto obligan al Estado a desarrollar acciones especiales de garantía dirigidas 

hacia ellos y ellas. No obstante, para lograrlo, es necesario reconocer su prioridad a nivel 

político, social y económico, dado el efecto significativo que tiene la garantía de sus 

derechos en la transformación de las condiciones de vida de la sociedad a largo plazo.  

1.4 Finanza pública y derechos 

El cumplimiento de los derechos requiere su reconocimiento formal y público, por lo cual 

la primera obligación que tienen los Estados es incorporar los aspectos básicos de los 

Derechos Humanos a sus constituciones y desarrollos normativos. No obstante, esta 

enunciación es insuficiente para asegurar su realización, por lo cual es necesaria su 

materialización y la consecuente destinación de presupuesto25. 

 

El respaldo presupuestal de la garantía de los derechos no sólo se refleja en la 

distribución de los recursos para financiar la oferta de atención y las políticas públicas, 

sino también en los recaudos colectivos que hace el Estado (impuestos). Es por ello que 

el presupuesto de ingresos y gastos del Estado es una radiografía de su compromiso con 

el cumplimiento de los derechos, en tanto es la representación del esfuerzo económico 

que hace la sociedad para sustentar su propia condición de ciudadanía. Por tanto, no 

basta con revisar la constitución y las leyes para conocer la responsabilidad que asume 

el Estado con los derechos, sino que debe tenerse en cuenta también la finanza pública 

que dispone para su realización.  

 

Debido a lo anterior, los impuestos son el medio más idóneo para financiar el 

cumplimiento de los derechos, dado que su pago hace parte de las obligaciones 

ciudadanas básicas. Para guardar consistencia con los principios de los Derechos 

Humanos, la tributación “implica que los ciudadanos decidan el monto de la carga 

tributaria, y la forma como estos recursos se distribuyen entre las diferentes prioridades 

derivadas del sistema de derechos” (Bautista, 2006, pp. 8). En otros términos, debe 

reflejar un acuerdo social sobre quién y por qué concepto debe pagar impuestos, con 

base en las condiciones sociales y económicas de las personas y las necesidades de 

financiamiento de los derechos.  

 

                                                
 

25
 “Cada obligación (…) implica condiciones financieras concretas, y toda obligación puede ser 

traducida a un compromiso financiero pertinente, sin el cual no es posible darle cumplimiento. En 
consecuencia, todo derecho, y cada obligación, deben tener un correlato presupuestal”. (Ortíz, 
2010, pp. 11). 
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Esto significa que los recursos recaudados por el Estado deben destinarse 

fundamentalmente a garantizar derechos. Por ello, las normas internacionales “impelen a 

los Estados a diseñar e implementar políticas públicas tendientes a la realización del [los] 

derecho[s], (…) especificando instituciones y funcionarios responsables de garantizar su 

ejecución, y dotando estas políticas de recursos financieros, físicos, y de personal 

capacitado, para garantizar el disfrute del derecho a todos y todas las ciudadanas, en 

condiciones de igualdad” (Ortíz, 2010, pp. 11). Por ello, los principios de garantía deben 

ser el referente del Estado para implementar, evaluar y reformular todas sus políticas, 

planes, programas y proyectos. 

 

Este mismo razonamiento es extensible a los derechos de la infancia. De acuerdo con la 

Ley 1098 de 2006, “La protección integral se materializa en el conjunto de políticas, 

planes, programas y acciones que se ejecuten en los ámbitos nacional, departamental, 

distrital y municipal con la correspondiente asignación de recursos financieros, físicos y 

humanos” (Art. 7). Del mismo modo, dada la “la prelación que tiene la garantía de los 

derechos de la infancia y la adolescencia en el desarrollo de las funciones del Estado, 

(…) debe tener su correspondiente expresión en la priorización de los recursos dirigidos 

a esta población en el presupuesto público” (Vizcaíno, 2012, pp. 15). 

 

Asumir los derechos como una prioridad del Estado significa reconocer que la finanza 

pública es un asunto de interés ciudadano, y que por ende tiene un carácter político, al 

ser una condición de posibilidad para la concreción de los derechos. De acuerdo con ello, 

no hay una secuencia entre la definición de los recaudos y el gasto del Estado, sino una 

determinación simultánea, interdependiente y cambiante del presupuesto como un todo, 

que se sustenta en acuerdos sociales sobre el alcance de los derechos, la distribución 

del ingreso y la justicia social.  

 

Es posible desarrollar esta perspectiva de la finanza pública desde un punto de vista 

económico si se reconoce como un mecanismo de distribución de recursos en sí mismo. 

De acuerdo con Polanyi (1989), las sociedades históricamente se han organizado en 

torno a tres sistemas de asignación y distribución de recursos26: (i) La reciprocidad 

(acciones dirigidas a otros basadas en una retribución inmaterial), (ii) La redistribución 

(disposición del producto propio para compartirlo con la comunidad) y (iii) El intercambio 

(generación de productos que no van a ser usados por quien los hace, sino 

intercambiados en función de un beneficio). Siguiendo este planteamiento, la garantía de 

los derechos estaría asociada fundamentalmente a un esquema de redistribución, debido 

a la necesidad de contar con un mecanismo que asegure la disponibilidad de recursos a 

toda la sociedad, dado el rol del Estado en este propósito y los principios con los cuales 

debe proceder. 

                                                
 

26
 “Se puede afirmar, en general, que todos los sistemas económicos que conocemos, (…) 

estaban organizados siguiendo los principios de la reciprocidad, de la redistribución, de la 
administración doméstica, o de una combinación de los tres” (Polanyi, 1989, pp. 100). 
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No obstante, continuando con este argumento, la garantía de los derechos actualmente 

está más ligada a la vía del intercambio que de la redistribución. De una parte, porque las 

relaciones macroeconómicas se fundamentan en el mantenimiento de unos equilibrios 

macrofinancieros, que resultan condicionando el uso de los recursos por parte del 

Estado. De otra, porque la política social responde primordialmente a criterios de 

mercado, los cuales riñen en lo fundamental con los principios de la garantía de 

derechos. En ambos aspectos, sin considerar otros, se observa una prelación de la 

racionalidad económica sobre la dimensión material de los derechos, que termina 

poniendo en riesgo su efectivo cumplimiento. Dada esta situación, es importante revisar 

las condiciones del modelo actual de desarrollo, con el fin de determinar las posibilidades 

de financiamiento que tiene en este marco una política de garantía de derechos. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 
 

2 Restricciones Macroeconómicas  
 

2.1 Implicaciones de la disciplina fiscal 

En términos generales, el contexto actual está marcado por un fenómeno que varios 

autores (Salama, 1998; Epstein, 2001; Krippner, 2005; Palley, 2007) denominan 

financiarización, definido brevemente por Giraldo (2007, pp. 91) como la superposición 

de la lógica financiera sobre la lógica productiva en el proceso económico. De acuerdo 

con estos autores, el fenómeno tiene su origen en la suspensión de la convertibilidad del 

dólar en oro por parte Estados Unidos en 1973, la cual propició la conformación de dos 

grandes mercados financieros internacionales: el mercado de divisas y el mercado de 

capitales. A partir de entonces, el volumen de transacciones y la diversidad de activos e 

instrumentos que se tranzan en estos mercados ha crecido de forma exponencial, al 

punto que su valor mundial entre 1990 y 2005 se multiplicó por 3,5 y 9 veces 

respectivamente, y a 2006 su negociación diaria superaba en más de 10 veces el valor 

del PIB mundial (Álvarez y Medialdea, 2009, pp. 24). Un elemento importante de estos 

mercados lo constituyen los bonos de deuda pública, que pasaron de ser menos del 10% 

de los activos de los acreedores privados entre 1972 y 1989, a representar 

aproximadamente el 65% en 2002 (Giraldo, 2007, pp. 94). 

 

Junto a esta vertiginosa expansión del poder financiero, se produjo una desregulación de 

los movimientos internacionales de capitales. Las instituciones encargadas de la 

dirección económica en los países desarrollados empezaron a exaltar el papel del libre 

mercado en la economía, por lo cual iniciaron una serie de reformas tendientes a 

profundizar su liberalización y desreglamentación, dando origen a lo que se conoce 

comúnmente como neoliberalismo27. Para América Latina, esto significó adoptar una 

serie de medidas que se presentaron como una salida a la crisis económica de los 

ochenta, conocidas históricamente como el Consenso de Washington (Williamson, 2003), 

las cuales buscaban en el fondo generar excedentes en la balanza comercial para 

asegurar las divisas requeridas para el pago de la deuda, de modo que consistieron 

básicamente en procurar un aumento de los impuestos y una reducción del gasto del 

Estado. El paquete de reformas incluía en general medidas de liberalización de los 

mercados y ajustes institucionales28, de los cuales interesa resaltar por ahora: (i) la 

                                                
 

27
 “El ascenso del capital financiero como poder económico y político va a la par con la 

disminución de la soberanía económica y política por parte de los Estados nacionales. Este 
ascenso se materializa a través de una serie de reformas institucionales que se promueven con 
un discurso aparentemente tecnocrático que tiene por objeto esconder la naturaleza política del 
proceso” (Giraldo, 2007, pp. 89-90). 
28

 Un mayor detalle de las reformas impulsadas por el Consenso de Washington, se encuentra en 
Giraldo (2007, pp. 114-127 y 135-146). 
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instauración de un Banco Central Independiente, (ii) el control vertical del presupuesto, y 

(iii) la adopción de la disciplina fiscal como objetivo principal del Estado.  

 

La primera de estas medidas se orientó a constituir una autoridad monetaria, financiera y 

cambiaria independiente, que ante la eliminación de los controles de cambios, de 

capitales y del comercio exterior, evitara las expansiones de dinero con fines fiscales, 

obligara al Estado a recurrir al mercado de capitales para financiar su deuda y 

mantuviera la inflación en niveles bajos. La segunda, buscó limitar el crecimiento del 

gasto por presiones políticas para poder controlar el déficit fiscal, y así propiciar 

estabilidad en la balanza de pagos. De este modo, la disciplina fiscal emerge como el 

medio más idóneo para garantizar la estabilidad macroeconómica exigida por el capital 

internacional, dada su orientación de controlar la política fiscal y monetaria en función de 

conservar el balance externo. El mercado internacional verifica el cumplimiento de este 

propósito a través de la calificación del riesgo y la consecuente colocación de capitales, 

con los cuales controla el financiamiento de los países mediante sus títulos de deuda. 

 

Con miras a mantener el equilibrio fiscal, las reformas se orientaron a aumentar el 

recaudo tributario a través de impuestos indirectos, y a reducir el gasto público 

disminuyendo el tamaño del Estado. Lo primero se evidenció en una supresión de los 

impuestos al comercio (aranceles) y al capital, y en un aumento de los impuestos al 

consumo con la pretensión de propiciar la neutralidad del sistema tributario. Lo segundo 

se manifestó en medidas como la reducción del aparato burocrático, el abandono de 

esquemas públicos de protección social, privatización de actividades económicas del 

Estado, búsqueda de autofinanciación de las agencias estatales por medio de la venta de 

bienes y servicios, descentralización política y fiscal, reorientación de los programas 

sociales hacia esquemas de focalización y subsidio a la demanda, entre otras. Con este 

esquema, el nivel nacional de gobierno quedaría a cargo de las funciones de defensa, 

justicia y pago de la deuda, y trasladaría sus responsabilidades de gasto a los niveles 

locales y al sector privado, los cuales, a su vez, se financiarían con impuestos locales o 

con la venta de bienes y servicios, y ejecutarían los recursos con base en una 

focalización de la población. 

 

Sin entrar en detalle sobre otras medidas y efectos del Consenso29, interesa resaltar 

algunas consecuencias que tiene la disciplina fiscal sobre las condiciones requeridas 

para la garantía de los derechos de la infancia. En primer lugar, con el llamado constante 

a “liberar cada vez más de impuestos a las actividades económicas y las inversiones 

extranjeras, así como al comercio externo, (…) la carga tributaria ha tendido a centrarse 

cada vez más en los impuestos indirectos que gravan el consumo, y no directamente en 

impuestos sobre la riqueza o los ingresos”, lo cual “ha redundado en una fragilización de 

                                                
 

29
 Se recomienda consultar Lo Vuolo (2001) y Misas (2002) para profundizar al respecto. 



2. Restricciones macroeconómicas 21 

 

la finanza pública y una profundización de la inequidad en la distribución de la riqueza y 

el ingreso” (Ortíz, 2010, pp. 17-18). En otros términos, la redistribución causada por la 

tributación ha favorecido primordialmente al capital, por lo cual ha contribuido más a 

acentuar las desigualdades económicas que a corregirlas, y esto ha significado en 

últimas una reducción de la capacidad financiera del Estado para responder a sus 

compromisos con los derechos30. 

 

En segundo lugar, con la concentración tributaria en actividades de consumo y el traslado 

de las responsabilidades de gasto a los niveles locales de gobierno, la garantía de los 

derechos quedó sujeta a la disponibilidad de recursos en estos niveles. En este aspecto, 

Colombia se caracteriza por concentrar sus ingresos en la nación (82,5% del total) y 

dotar de una escasa capacidad tributaria a los territorios (11,9% para municipios y 5,6% 

para departamentos), a pesar de que la responsabilidad del gasto se distribuye a la mitad 

entre las partes (50,7% del gasto total es nacional, 36,3% municipal y 13,0% 

departamental)31. La compensación a este desbalance se busca a través de las 

transferencias intergubernamentales (Sistema General de Participaciones – SGP32), que 

representan el 17% del Presupuesto General de la Nación y se dirigen a financiar el 

cumplimiento de las responsabilidades delegadas a los niveles territoriales de gobierno 

(Ley 715 de 2001, Art. 1). No obstante, varios estudios33 demuestran que el reparto de 

recursos de este esquema limita seriamente el financiamiento de las políticas en el nivel 

local, debido principalmente a su escasa posibilidad de recaudo propio34 y al 

condicionamiento con el cual se trasladan las transferencias35, de modo que las 

responsabilidades de gasto que no quedan cubiertas con este esquema, cuentan con 

                                                
 

30
 Giraldo (2009, pp. 167-186) ofrece un tratamiento detallado de cifras que demuestran que en 

América Latina, y en particular en Colombia, han ganado un significativo peso relativo los 
impuestos indirectos y han disminuido las cargas tributarias asociadas a las ganancias, el 
patrimonio y los ingresos comerciales. 
31

 Estas cifras fueron proporcionadas por la Dirección de Desarrollo Territorial del Departamento 
Nacional de Planeación (DDT-DNP). 
32

 El Sistema General de Participaciones proviene de una reforma a las transferencias realizada 
tras la crisis económica de 1999, que anteriormente se componía de dos bolsas de recursos: el 
situado fiscal y la participación de los municipios en los ingresos corrientes de la nación (PICN). 
De acuerdo con el esquema anterior, las transferencias llegaban a representar cerca del 40% del 
Presupuesto General de la Nación. 
33

 Véase al respecto Vargas y Sarmiento (1997), Iregui et al. (2001), Maldonado (2001), Penning 
(2003), Eraso (2004), Bonet (2006), Turbay e Bacca (2006), Espitia (2007), entre otros. 
34

 Como muestra de ello, Espitia (2007) señala que los recursos propios de los departamentos no 
superan el 6% de sus ingresos, a excepción de departamentos de alto nivel de ingresos como 
Antioquia, Valle del Cauca y Cundinamarca, donde el porcentaje es superior al 10%. 
35

 El artículo 4 de la Ley 715 de 2001, que se ratifica en la Ley 1176 de 2007, fija las 
participaciones en 58,5% para Educación, 24,5% para Salud y 17% para Propósito General, del 
cual 5,4% corresponde a agua potable y saneamiento básico. 
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pocas posibilidades de ser financiadas, tal como sucede con algunas acciones 

relacionadas con la infancia36. 

 

En tercer lugar, con la subordinación de la política fiscal y monetaria al balance externo, 

se pierde su funcionalidad como medio para propender por la garantía de los derechos, 

dado que su uso se limita más a responder a las demandas del mercado externo, que a 

transformar las condiciones de vida de la población37. De hecho, la función de impulso al 

crecimiento que la política fiscal y monetaria desempeñaba en el pasado, pasa a manos 

del capital internacional que a través de su intervención en la producción (inversión 

directa) o en el financiamiento del gasto público (inversión de portafolio), inyecta recursos 

en la economía que contribuyen en últimas a su crecimiento38. Así, tanto el progreso 

económico como la garantía de los derechos quedan supeditados al comportamiento 

incierto, variable e inestable del capital financiero39, con lo cual “el gasto social se tiene 

que someter a las necesidades de los ajustes macro-financieros y al pago de la deuda 

pública” (Giraldo, 2007, pp. 89) para determinar las posibilidades de financiamiento de los 

derechos. 

 

En cuarto lugar, en tanto el ajuste macroeconómico implique un aumento de los 

impuestos al consumo, una reducción del gasto o una (des)monetización de reservas 

internacionales, en todo caso se manifiesta en una contracción de la demanda agregada, 

erosión del poder de compra interno y deterioro de las condiciones de vida de la 

población, lo cual afecta en mayor medida a la infancia40. En consecuencia, todo ajuste 

                                                
 

36
 Por ejemplo, los programas de recreación y deporte, acceso a la cultura, medidas de protección 

y restablecimiento de derechos, fomento de la participación, entre otras, quedan relegadas a los 
recursos de Propósito General, por lo cual deben competir contra otras asignaciones como 
vivienda, transporte, agricultura, equipamientos públicos y otras con mayor demanda de recursos 
en el ámbito local. 
37

 “Se hace necesario que en la esfera técnica de la gestión económica exista cierto aislamiento 
de los órganos de decisión respecto a los grupos de presión (…), a pesar de que la consecuencia 
de todo esto es la pérdida de efectividad del sistema político en representar los intereses de los 
electores (Giraldo, 2009, pp. 33, citando a Haggard 1995, pp. 51, 53, subrayado añadido). 
38

 Suanes (2011, pp. 15) muestra que la Inversión Extranjera Directa (IED) aumentó en más de 
tres veces como porcentaje del PIB en el promedio de América Latina entre los periodos 1980-
1995 y 1996-2006. Demuestra además que impacta en más de una tercera parte el crecimiento 
económico, aunque también contribuye a aumentar la desigualdad. 
39

 Una evidencia de ello se encuentra en la ocurrencia de continuas crisis económicas en América 
Latina desde la década de los noventa (1995 México, 1998 Brasil, 1999 Colombia y Ecuador, 
2001 Argentina, 2009 Venezuela, por mencionar sólo algunas), asociadas al flujo de capitales 
externos. 
40

 Sarmiento (2010) y Vargas et al. (2010, pp. 91-105) compilan datos y estudios que demuestran 
que las crisis económicas tienen efectos difíciles de recuperar en las condiciones de vida de los 
niños y niñas. Estos efectos se reflejan en incrementos en las tasas de mortalidad, los índices de 
desnutrición, la pobreza e indigencia, el trabajo infantil, la desventaja en el acceso a la educación 
y otros efectos, que en últimas afectan de manera significativa sus posibilidades de crecimiento 
personal y su bienestar presente y futuro.  
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incrementa las necesidades de garantía de los derechos, dado que no sólo menoscaba 

las posibilidades de las personas de sustentarse con sus propios medios, sino que 

además reduce la disponibilidad de recursos para atender sus necesidades. Esto fue 

justamente lo que sucedió en América Latina con las medidas de ajuste de los años 

ochenta y noventa, que generaron retrasos de hasta 10 años en los principales 

indicadores sociales y económicos de la región, que tardaron cerca de 14 años más para 

recuperarse en términos de valor del PIB per cápita, y 25 en términos de incidencia de la 

pobreza (CEPAL, 2009), sin mencionar las pérdidas económicas y sociales que 

produjeron sobre la infancia. 

 

En quinto lugar, el control vertical del presupuesto y la independencia del Banco Central 

implican que “El marco de programación macroeconómica adoptado por un país (la tasa 

de inflación, el nivel de déficit fiscal, el nivel de déficit exterior, la tasa de crecimiento 

esperada), es el que en realidad determina el espacio fiscal que tendrán las políticas 

sociales”, el cual “nunca es sometido a discusión con la ciudadanía, o incluso en la 

mayoría de países, es sustraído del control político de los legislativos” (Ortíz, 2010, pp. 

16). Esto significa que toda decisión de recursos dirigidos a garantizar derechos, queda 

condicionada a una serie de parámetros definidos por fuera de los estamentos de 

deliberación pública y participación ciudadana, los cuales terminan superponiendo el 

criterio de disponibilidad al de necesidad en el financiamiento de los derechos, y 

suprimen el carácter participativo de su decisión. 

 

En Colombia, la aprobación reciente de la Ley 1473 de 2011, “por medio de la cual se 

establece una regla fiscal”, deja en claro la adopción de este marco de programación 

macroeconómica, al limitar el crecimiento del gasto público a la corrección de los efectos 

del ciclo económico sobre los ingresos, lo cual se determina en una instancia aislada de 

la incidencia política y sobre la base de una senda de crecimiento definida 

exógenamente. Esto causa, entre otras cosas, que el gasto social no se beneficie del 

crecimiento económico superior al proyectado, ni que se pueda emplear como un medio 

para impulsar la demanda interna, debido a que su evolución queda restringida 

fundamentalmente a la inercia determinada por las estimaciones realizadas por unas 

instancias técnicas ajenas al escenario presupuestal. 

 

Finalmente, con la supresión de los esquemas públicos de protección social, la 

privatización de actividades estatales, la adopción de esquemas de mercado en la 

provisión de servicios sociales y la ejecución del gasto a través de subsidios a la 

demanda, se redujo el alcance de los derechos sociales41 y se condicionó su acceso al 

ingreso individual y a otras variables socioeconómicas. De esta manera, reformas como 

la transformación de los sistemas de salud en esquemas de aseguramiento, el cambio de 

                                                
 

41
 “En Latinoamérica las reformas que se vienen realizando en las dos últimas décadas llevan a un 

desmonte de los pocos derechos sociales conquistados y a una radicalización de las reformas del 
Estado hacia la introducción de los principios de mercado” (Giraldo, 2008, pp. 6). 
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fórmulas pensionales solidarias por administraciones privadas de fondos individuales, el 

traslado del financiamiento de la vivienda al mercado privado, la introducción de 

parámetros per cápita en el funcionamiento de la educación y el predominio del acceso 

privado a la educación inicial, entre otros cambios, individualizaron el acceso a los 

derechos, los sujetaron a la disponibilidad de ingresos en las familias y los aislaron del 

pago de impuestos. Esto representa un desmejoramiento en las condiciones de vida de 

las familias y por ende de la infancia, debido a que no sólo implica pérdida de beneficios 

sino además aumento de sus cargas, al quedar bajo su responsabilidad el acceso de sus 

miembros a los derechos42, sin contar que tienen ahora una mayor presión tributaria 

debido a la concentración de los impuestos en el consumo.  

 

Sin abordar otros efectos de las reformas del Consenso, el panorama hasta aquí 

esbozado muestra que la disponibilidad de recursos para la garantía de los derechos se 

encuentra restringida por los condicionamientos que el modelo económico impone a la 

acción del Estado. Por consiguiente, toda acción de política dirigida a este propósito, en 

particular una relacionada con la infancia, corre el riesgo de incumplir con los principios 

de participación, universalidad y progresividad y no retroceso, debido a la limitación de 

los recursos públicos en términos de decisión, suficiencia y estabilidad, que implica el 

cumplimiento prioritario de los compromisos del Estado con los mercados 

internacionales.  

2.2 Orientación de la política social 

Como se mencionó atrás, una parte de las reformas impulsadas desde el Consenso de 

Washington se orientó a reducir el gasto público a través de la disminución del tamaño 

del Estado. Esto se manifestó, por un lado, en el traspaso al sector privado de algunas 

actividades que anteriormente desarrollaba el Estado, y por otro, en la racionalización del 

gasto en aquellas actividades que quedaron a su cargo. Lo primero implicó una 

incorporación directa de la prestación de bienes y servicios al mercado, y lo segundo un 

traslado de responsabilidades de gasto a las personas y una adopción de esquemas de 

autosostenimiento, basados en la venta de bienes y servicios en las agencias estatales. 

Ambos mecanismos43convergen al final en el mismo punto: la introducción de principios 

de mercado en la provisión de servicios sociales, lo que conduce a conformar una suerte 

de “mercado de derechos”. 

 

En este marco, el acceso a los servicios sociales se condiciona por la capacidad de pago 

individual. Quienes pueden pagar sus servicios deben hacerlo con sus propios medios, y 

                                                
 

42
 “Paradójicamente a medida que se desmontan los derechos sociales aumenta la demanda de 

los hogares para atención en el cuidado de los niños por el trabajo de ambos padres, o por la 
existencia de hogares monoparentales” (Giraldo, 2008, pp. 15). 
43

 En términos de Guerrero (2004): exoprivatización y endoprivatización. 
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quienes no, reciben la ayuda económica del Estado en forma de subsidios a la 

demanda44. Con base en una interpretación de la teoría de la justicia de Rawls (1971), 

acerca de la maximización del bienestar de quien está en peores condiciones (maximin) 

como el criterio de justicia más respetuoso de la distribución de recursos que produce el 

mercado45, este esquema propone que la responsabilidad del Estado se reduce a 

garantizar que todos los individuos (ciudadanos) participen en ese “mercado de 

derechos”, para lo cual ya no orienta sus recursos a la población en general, sino que los 

focaliza en aquellas minorías que se encuentran en las condiciones más desfavorables.  

 

El énfasis en atender a quienes no pueden sufragar sus necesidades, convierte la lucha 

contra la pobreza en un objetivo prioritario del Estado. De acuerdo con Sen (2003), la 

pobreza que se intenta combatir es entendida como una carencia de capacidades o una 

falta de oportunidades; radica en la imposibilidad de contar con las capacidades exigidas 

para alcanzar las realizaciones básicas en la vida, por lo cual es un fenómeno complejo 

de múltiples dimensiones que no sólo implica carencia de ingresos, sino 

fundamentalmente una insuficiencia en la acumulación de capital humano. La pobreza 

pasa a ser entonces una carencia individual, que el Estado trata de resolver de la misma 

manera: focalizando los recursos en los más pobres para dotarlos de capital humano, de 

manera que puedan entrar a competir en el mercado de trabajo (formal o informal) y así 

obtener un ingreso que les posibilite satisfacer sus necesidades con sus propios medios. 

 

Esta descripción pone de manifiesto otro de los (supuestos) rasgos característicos de la 

pobreza desde este enfoque: su naturaleza transitoria. Se parte de que los individuos no 

pueden cubrir sus necesidades debido a una serie de carencias, cuya superación supone 

el mejoramiento de sus capacidades para sostenerse a sí mismos. Por tanto, la pobreza 

es un estado temporal que las personas están en capacidad de solucionar y para lo cual 

el Estado brinda una ayuda, la cual se otorga hasta que el individuo supera sus carencias 

y pasa a ser un agente más del mercado que responde por sí mismo46. De esta manera, 

la política social desempeña un papel compensatorio en el mercado, que en principio 

busca incluir a los excluidos por falta de capacidad de pago, pero cuya función cesa 

cuando las personas logran participar del mercado con sus propios recursos. 

                                                
 

44
 “Cuando el Estado debe intervenir en la provisión de bienes y servicios públicos, debe hacerlo 

dentro de la racionalidad del mercado: los servicios deben ser vendidos en un mercado (o 
cuasimercado) que permita funcionar adecuadamente el sistema de precios en el proceso 
asignador” (Molina, 1999, pp. 15). 
45

 La focalización no es la única forma de entender el principio de justicia de Rawls, puesto que 
teóricamente se cumple si se mejora el bienestar de quien está en las peores condiciones y en 
igual medida el del resto de la sociedad, de modo que no se alteren las diferencias entre 
segmentos sociales. Igualmente, si se plantea en términos de mejoramiento relativo, hay varias 
combinaciones que no necesariamente implican intervenir sobre el grupo más desfavorecido, de 
modo que la focalización es apenas una de sus interpretaciones. 
46

 Esta es la orientación de los Programas de Transferencias Condicionadas, que ofrecen un 
complemento de los ingresos individuales o familiares, condicionado al cumplimiento de una serie 
de actividades relacionadas con la superación de la pobreza individual (García, 2009). 
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Otro argumento para la focalización del gasto en los más pobres deriva de la doctrina del 

Manejo Social del Riesgo (Holzmann y Jorgensen, 2000). Este planteamiento se basa en 

la consideración de tres aspectos que pueden afectar el bienestar de las personas: (i) el 

riesgo (eventos negativos que son inciertos en temporalidad o magnitud), (ii) la 

exposición (probabilidad de que un riesgo ocurra), y (iii) la vulnerabilidad (grado de 

resistencia a un shock y de que éste tenga un efecto negativo). En este esquema, la 

magnitud del riesgo y de sus efectos depende de la dotación de activos del hogar, de los 

mecanismos sociales de aseguramiento, y de la severidad y frecuencia de los shocks. 

Desde este punto de vista, los pobres son los más expuestos al riesgo en la sociedad, 

debido a que son quienes tienen menos elementos para evadirlo o resistirlo. Por tanto, la 

política social debe concentrarse en “dotar a los pobres de instrumentos que les ayuden 

a gestionar el riesgo para que tengan más oportunidades de salir de la pobreza” (Giraldo, 

2007, pp. 144).  

 

Vista desde el mercado o desde el Manejo Social del Riesgo, esta orientación de la 

política social riñe con los principios de la garantía de derechos. En primer lugar, porque 

si bien el principio de universalidad invoca la realización de acciones especiales de 

garantía con los grupos más vulnerables, ello no implica que el Estado pueda 

desentenderse del resto de la sociedad, como lo sugieren estos enfoques. Al respecto, 

Sarmiento y Arteaga (1998) sostienen que la focalización es un vehículo para garantizar 

la universalidad en el acceso a los servicios sociales, dado que su objetivo es incluir en el 

mercado a quienes no pueden hacerlo por sus propios medios; pero ello no considera 

ninguna especie de garantía con las personas que acceden a los servicios sociales por 

su propia cuenta, quienes deben asegurarse ante los riesgos también por sí mismos y 

sólo podrán tener el apoyo del Estado cuando pierdan totalmente esta capacidad47. 

Frente a este argumento, es preciso mencionar que la responsabilidad de la garantía de 

los derechos no reside en el mercado sino en el Estado, de modo que 

independientemente de las condiciones económicas de las personas, su obligación es 

ofrecer unas condiciones básicas para el ejercicio de los derechos, que deben ser 

garantizadas de igual manera para toda la sociedad. 

 

Adicionalmente, la sola distinción entre quienes pueden pagar por los servicios sociales y 

quienes no, implica de entrada un tratamiento discriminatorio por parte del mercado y del 

propio Estado, que contraviene el principio de igualdad y no discriminación de la garantía 

de los derechos. La exclusión causada por esta orientación anula el efecto incluyente en 

la sociedad que puede tener la inversión en capital humano, de modo que en lugar de 

                                                
 

47
 De acuerdo con Giraldo (2007), la transformación de los esquemas solidarios de pensiones por 

fondos de ahorro individual, al igual que la adopción de modelos de aseguramiento para la salud, 
son apenas muestras de que la seguridad social se individualiza y es provista a través del 
mercado en forma de seguros. 
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corregir las desigualdades sociales, este esquema tiende a afianzarlas. Tal 

diferenciación, además, convierte la ayuda del Estado en un estigma que deben aceptar 

las personas que la reciben, lo cual afecta negativamente su dignidad y su vínculo social, 

y produce segregación y perjuicios en la cohesión social.  

 

Una segunda limitación de estos enfoques es la fragmentación de la atención del Estado 

que produce el hecho de particularizar los problemas e individualizar las necesidades. En 

tanto el carácter multidimensional de la pobreza conduce a generar programas desde 

distintos sectores (salud, educación, nutrición, vivienda etc.), la focalización conduce a 

que cada uno de ellos defina su propia “población objetivo”, con base en las carencias 

específicas del sector al que pertenecen. Así, las distintas focalizaciones terminan 

generando acciones desarticuladas que compiten entre sí por la población o que incluso 

dejan vacíos de atención, con lo cual se perjudica la eficiencia del gasto y se disminuye 

su impacto a largo plazo. Para la infancia esta situación es particularmente problemática, 

debido a que su condición de “sujetos en desarrollo” exige acciones que atiendan en 

simultáneo todas sus dimensiones de desarrollo, puesto que está demostrado que este 

tipo de acciones tienen un impacto mayor en sus condiciones de vida, que aquellas que 

intervienen un solo aspecto de manera aislada48. 

 

Una tercera limitante a considerar es que los subsidios a la demanda desdibujan la 

naturaleza institucional de los derechos, al convertirlos en mercancías por las cuales se 

paga un precio. En primer lugar, los derechos dejan de ser inherentes a la persona 

(objetivos) y se convierten en necesidades básicas derivadas de sus preferencias 

(subjetivas); en consecuencia, el Estado ya no reconoce a la persona como un ser 

humano con derechos o un ciudadano con el que se tiene una deuda social, sino como 

uno de sus beneficiarios, un usuario de servicios sociales o simplemente un consumidor 

más. En segundo lugar, el acceso a los derechos adquiere un carácter meramente 

contractual, que consiste en recibir un servicio en contraprestación al pago de un precio, 

sin que ello guarde relación aparente con la obligación ciudadana de pagar impuestos. 

En tercer lugar, el acceso a los servicios a través de subsidios oculta su financiamiento 

con base en impuestos al consumo que también son pagados por la población 

focalizada, de modo que el efecto redistributivo que puede tener el esquema queda 

supeditado a la diferencia que muestre el subsidio con respecto a la contribución 

tributaria. 

 

Finalmente, quienes acceden a los servicios a través del Estado no son quienes pagan 

impuestos, sino al contrario, quienes no pueden asumir ni siquiera esa obligación debido 

a la escasez de sus ingresos. Por tanto, para obtener el derecho a acceder gratuitamente 

(mediante un subsidio) a los servicios sociales, las personas deben demostrar y 

                                                
 

48
 En Vargas et al. (2010, pp. 28-29) se reseñan varios estudios de caso internacionales que 

comparan los impactos de las acciones integradas y las acciones aisladas en la situación de los 
niños y niñas atendidos, y demuestran la mayor efectividad de las primeras. 
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reconocer su “fracaso social”, es decir, su incapacidad de insertarse a la sociedad por 

sus propios medios, produciéndose lo que Fleury y Molina (2002) denominan la 

“ciudadanía invertida”, que es aquella situación en la que quienes reciben el apoyo del 

Estado aportan poco (supuestamente) para su sostenimiento, y quienes hacen los 

mayores aportes, reciben poca ayuda.  

 

Sin ahondar en otros debates y argumentos en torno a la contradicción entre los 

principios del mercado y el concepto de ciudadanía49, el razonamiento hasta aquí llevado 

permite mostrar que la política social actualmente transgrede los principios de 

universalidad, igualdad, integralidad y transparencia de la garantía de derechos, debido a 

la fragmentación social que produce su orientación desde un enfoque de mercado, y al 

ocultamiento de la reciprocidad entre sociedad y Estado que implica el acceso a los 

derechos a través de un precio o un subsidio. De esta forma, el modo de operación 

actual de la política social encarna un traslado de responsabilidades del Estado al 

mercado en el acceso a los derechos, que desdibuja su función como garante y 

distorsiona sus obligaciones básicas con la ciudadanía. En este contexto, una política de 

infancia basada en derechos no sólo debe blindarse, sino además actuar contra la 

segmentación social y de la finanza pública que implica la focalización del gasto, lo cual 

requiere el desarrollo de esquemas que permitan ofrecer una atención universal, en 

igualdad de condiciones y en un marco de integralidad.  

 

 

 

 

 

 

 

                                                
 

49
 Bautista (2006) y Giraldo (2008) ofrecen una amplia descripción de las transformaciones que 

implica el concepto de ciudadanía en el marco de una provisión de los derechos sociales a través 
de esquemas de mercado. 



 

 
 

3 Opciones de financiamiento en Colombia 
 

3.1 Prioridad del Gasto Público Social
50

 

La limitación de la capacidad de respuesta del Estado para garantizar los derechos, 

causada por la disciplina fiscal y el cumplimiento prioritario de las condiciones exigidas 

por el mercado externo, contrasta con la naturaleza social y democrática que le han 

imprimido las nuevas constituciones a los países de América Latina a lo largo de los 

últimos treinta años. Luego de pasar por experiencias de gobierno autocráticas y 

dictatoriales, o en algunos casos por conflictos políticos y contradicciones sociales y 

económicas de gran calado, desde los años ochenta al menos 15 países del continente 

han emprendido el diseño de nuevos modelos constitucionales, donde una de las 

tendencias más destacadas es la ampliación de los derechos reconocidos a los 

ciudadanos, en particular, los derechos económicos y sociales (Negretto, 2009, pp. 40-

43). 

 

Colombia, por supuesto, no es ajena a esta tendencia, lo cual se expresa claramente en 

su reconocimiento como Estado Social de Derecho en la Constitución Política de 1991 

(Art. 1). La principal consecuencia de ello radica en que los Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales se elevan al rango de fundamentales, al mismo nivel que los 

Derechos Civiles y Políticos, por lo cual el Estado debe adoptar todas las medidas de 

política necesarias para garantizar su efectiva realización (Villar, 2007, pp. 84). 

 

Estas medidas implican naturalmente la asignación de presupuesto público, y allí es 

donde toma importancia el Gasto Público Social (GPS). Aunque es un concepto con 

grandes disensos en su significado y su sentido como herramienta presupuestal51, sus 

componentes principales tienden a concentrarse en las áreas de (i) salud, (ii) educación, 

(iii) medio ambiente, (iv) vivienda y espacio público, (v) protección social y (vi) recreación, 

deporte, cultura y comunicaciones (Giraldo, 2009, pp. 87-88). De acuerdo con Vizcaíno 

(2012, pp. 18-19), estas áreas pueden interpretarse en términos de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales (Anexo, Cuadro 1), por lo cual se puede “entender el 

                                                
 

50
 Algunos de los argumentos expuestos en esta sección fueron desarrollados por el autor en 

Vizcaíno (2012). 
51

 En Vizcaíno (2012, pp. 17) se identifican al menos cuatro tendencias conceptuales en la 
literatura relacionada con el Gasto Público Social: (i) Sólo debe incluir gastos que incidan 
positivamente en la reducción de la pobreza, contribuyan a la redistribución del ingreso o aporten 
a la formación, expansión o renovación del capital humano (tendencia que puede acuñarse como 
tecnicista); (ii) Sólo debe incluir el financiamiento de las políticas sociales (minimalista); (iii) No hay 
diferencia entre Inversión Social y Gasto Público Social (rentabilista); y (iv) Todo el gasto puede 
ser considerado social, debido a que se destina a garantizar el bienestar general de la población 
(maximalista).  
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Gasto Público Social como el gasto del Estado orientado a garantizar el cumplimiento de 

los Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la población”. 

 

De esta perspectiva, es comprensible la prelación que le otorga la normatividad al GPS, 

en virtud de la declaración del país como Estado Social de Derecho. Por un lado, la 

Constitución señala que “en los planes y presupuestos de la Nación y de las entidades 

territoriales, el gasto público social tendrá prioridad sobre cualquier otra asignación” (Art. 

366). Del mismo modo, el Estatuto Orgánico del Presupuesto determina que “El 

Presupuesto de Inversión Social no se podrá disminuir porcentualmente en relación con 

el del año anterior respecto con el gasto total de la correspondiente ley de apropiaciones” 

(Art. 41), y también que “El gasto público social de las entidades territoriales no se podrá 

disminuir con respecto al año anterior” (Art. 41, parágrafo). Estos mandatos son 

consistentes con el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 

que establece que “Cada uno de los Estados Partes (…) se compromete a adoptar 

medidas (…) hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr 

progresivamente, por todos los medios apropiados, (…) la plena efectividad de los 

derechos aquí reconocidos” (Art. 2). 

 

De acuerdo con los datos del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, ésta regla se ha 

cumplido para Colombia en el periodo 2000-2012. Por un lado, el GPS se ha 

cuadruplicado en términos nominales, al pasar de $21,2 a $87,0 billones (Anexo, Tabla 

1), y se ha duplicado en términos reales, al crecer de $28,9 a $58,5 billones constantes 

de 2005 (Gráfica 1). Por otro lado, ha crecido como porcentaje del Presupuesto General 

de la Nación (PGN) de 41,8% a 52,6%, al igual que como proporción del PIB de 10,15% 

en 2000 a 12,38% en 2011, donde alcanzó un punto máximo de 14,27% en 2009. Si del 

PGN se descuenta el servicio de la deuda, se observa que el GPS se mantiene 

relativamente constante en una proporción entre 68% y 70% (Gráfica 2)52.  

 

La importancia de este gasto para la infancia radica en que se relaciona directamente 

con los recursos dirigidos hacia ella. De acuerdo con Vizcaíno (2012, pp. 28-29), la “Guía 

para que los países reporten la información presupuestaria anual de los recursos 

asignados a los derechos de los niños, niñas y adolescentes” del Comité de los Derechos 

                                                
 

52
 No obstante estos resultados, la Contraloría General de la República advierte que es necesario 

revisar los cálculos del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, debido a que contabiliza rubros 
presupuestales que en sentido estricto no corresponden a gasto social, tal como pensiones de los 
servidores públicos, subsidio a la gasolina y otras transferencias (CGR, 2010, pp. 10). Una 
muestra de ello es la alta participación que tiene el sector “Trabajo y Seguridad Social” en su 
composición, que pasa de 39,7% en 2000 a 56,7% en 2012 (Tabla 2) y que agrupa justamente los 
aportes del Estado a fondos pensionales y esquemas de seguridad social. Según los cálculos de 
la Contraloría, descontando estos rubros, el GPS se ubicaría en $25,5 billones en 2009, 
equivalentes a un 35,5% de la cifra del Ministerio de Hacienda y Crédito Público en ese año, y su 
comportamiento mostraría una disminución como porcentaje del PGN y del PIB en algunos años 
del periodo 2004-2009. 
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del Niño plantea una organización sectorial del gasto en infancia, que coincide en gran 

medida con la clasificación funcional del GPS (Giraldo, 2009, pp. 87). En este sentido, es 

posible asociar los gastos en los derechos de supervivencia con las áreas de salud, 

vivienda, medio ambiente y protección social; los gastos en derechos de desarrollo con 

las áreas de educación, recreación, deporte y cultura; los de ciudadanía con las áreas de 

información y comunicación; y los de protección con justicia y protección social (Cuadro 

2). Por tanto, es posible afirmar que “la política de infancia y adolescencia 

necesariamente es transversal a los Derechos Económicos, Sociales y Culturales” 

(Vizcaíno, 2012, pp. 29), por lo cual el GPS constituye la herramienta presupuestal por 

excelencia para garantizar sus derechos, ya que además cuenta con un amparo 

normativo que obliga a su progresividad. 

 

Para determinar el gasto en infancia, continuando con Vizcaíno (2012, pp. 25), se deben 

tener en cuenta “únicamente los gastos relacionados directamente con esta población”, 

es decir, sólo deben contabilizarse los “recursos asociados a programas que tienen la 

infancia y la adolescencia como su población objetivo”, de modo que otros gastos que la 

benefician indirectamente (como vivienda o empleo de los padres), así como las 

imputaciones y proporciones calculadas sobre gastos dirigidos al total de la población, 

deben ser excluidos de la estimación, debido a que no reflejan su prioridad como 

población estratégica, sino simplemente contabilizan su beneficio como parte de la 

población general.  

 

Siguiendo estas indicaciones, se realizó un cálculo del gasto en infancia a partir de una 

selección individual de programas y proyectos dirigidos exclusiva o prioritariamente hacia 

esta población, de acuerdo con las bases de datos de ejecución presupuestal 

proporcionadas por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público para el periodo 2005-

2011. Debido a que el país no cuenta con un sistema de información que permita asociar 

la ejecución presupuestal con la población objetivo de los programas, fue necesario 

acudir a una selección individual de los programas y proyectos, lo cual se realizó con el 

apoyo y revisión técnica de funcionarios del Departamento Nacional de Planeación, el 

Ministerio de Salud y Protección Social, el Ministerio de Educación y el Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar, en un ejercicio realizado para el Gobierno Nacional. 

Dado que el proceso se adelantó con base en los nombres de los rubros presupuestales 

y fue realizado según los criterios y habilidades de los colaboradores de las entidades, se 

trata de estimaciones sujetas a ajustes y aclaraciones, pero ante la ausencia de un 

ejercicio sistemático de medición de este gasto en el país, constituyen un referente válido 

para ilustrar su evolución en los últimos años. 

 

El resultado muestra un gasto en infancia ubicado en $18,4 billones en 2011, 

equivalentes a 1,7 veces el valor de 2005, estimado en $10,7 billones (Tabla 3). Este 

cambio implica un crecimiento real de 25,6% entre 2005 y 2011, al pasar de $10,7 a 
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$13,4 billones constantes de 2005 (Gráfica 3), que es menor que el crecimiento 

observado en el GPS para el mismo periodo (30,3%). Como proporción53 de este último, 

el gasto en infancia muestra una disminución de 26,4% a 24,1%, al igual que como 

porcentaje del PGN sin deuda, al pasar de 17,3% a 15,8%; por otra parte, como 

participación del PGN total, presenta un aumento de 11,4% a 12,2%, y se mantiene 

constante con respecto al PIB alrededor de 3% (Gráfica 4)54. Como se puede observar, a 

pesar de la estrecha relación de contenido entre el GPS y el gasto en infancia, su 

evolución no ha sido igual de favorable a lo largo del periodo analizado.  

 

Justamente la relación directa entre estos dos gastos puede representar una oportunidad 

para cambiar este panorama. Por un lado, es posible extender la protección normativa 

del GPS al gasto en infancia, si se reconoce que la garantía de los derechos de los niños 

y niñas es uno de sus objetivos fundamentales, dada la equivalencia que guardan 

algunos de sus componentes con las categorías de los derechos de la CDN y el Código 

de la Infancia y la Adolescencia. Por otro lado, el amparo que ofrecen estas normas a 

través del interés superior del niño y la niña y la prevalencia de sus derechos, puede 

permitir darle un impulso al gasto dirigido a esta población, si se desarrollan mecanismos 

para promover y vigilar su cumplimiento a través de medidas como ajustes normativos, 

rendición de cuentas, participación de los niños y niñas en la definición del presupuesto, 

entre otras55. 

 

De esta manera, es posible financiar una política de infancia en Colombia a través del 

GPS, gracias a la oportunidad que representa la declaración del país como Estado Social 

de Derecho, la cual no sólo ofrece una salvaguarda normativa a la limitación del 

presupuesto que genera la disciplina fiscal, sino que posiciona como fundamentales los 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la población, lo cual a su vez favorece el 

cumplimiento de los derechos de la infancia, dada su estrecha relación con el GPS y su 

prelación normativa.  

                                                
 

53
 Esta proporción debe entenderse como una razón y no como una distribución porcentual, 

debido a que la selección de programas dirigidos a los niños y niñas se realizó a partir de todo el 
presupuesto, y no sólo del Gasto Público Social. Esto significa que pueden haber programas 
dirigidos a la infancia que no necesariamente están contabilizados como Gasto Social por el 
Ministerio de Hacienda, por lo cual se trata de universos distintos de información.  
54

 Estos cálculos son consistentes con los realizados por la Contraloría General de la República 
(2010), que con base en el mismo criterio de selección del gasto dirigido a niños y niñas, estima 
su valor en $10,6 billones en 2004 y $18,2 en 2009 (Anexo, Tabla 5). 
55

 El Comité de los Derechos del Niño ofrece algunas luces al respecto a través del documento 
“Recursos para los Derechos del Niño – Responsabilidad de los Estados. Recomendaciones” 
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3.2 Concurrencia de recursos 

Dadas las limitaciones presupuestales que supone el actual modelo de desarrollo, otra 

alternativa para financiar una política de infancia es la reunión de recursos de distintas 

fuentes y actores. Esta orientación es particularmente significativa para las acciones 

dirigidas hacia los niños y niñas, debido a que su condición de “sujetos en desarrollo” 

exige atenciones que se dirijan en simultáneo a todas sus dimensiones de desarrollo, 

para lo cual se requiere de iniciativas articuladas de distintos actores. Estos esquemas de 

concurrencia pueden además contribuir a contrarrestar la fragmentación que produce la 

orientación actual de la política social, en tanto abogan por una lectura transversal y 

poblacional de las acciones, que necesariamente contempla la coordinación de varios 

sectores.  

 

La confluencia de recursos se puede lograr en el nivel territorial de gobierno debido a que 

gran parte del gasto en infancia se ejecuta allí. Por una parte, los datos muestran que el 

80% de los recursos dirigidos explícitamente a esta población se transfieren a las 

entidades territoriales a través del SGP para Educación, Alimentación Escolar y Primera 

Infancia (Tabla 4), por lo cual corresponde a estos niveles de gobierno la ejecución de 

gran parte de las acciones dirigidas a esta población. Aunque los esquemas de 

distribución de cada partida varían según las competencias de los departamentos y 

municipios, y según el tamaño y la situación socioeconómica de estos últimos, de todas 

formas constituyen una importante fuente de recursos que debe ser tenida en cuenta en 

el financiamiento de acciones dirigidas hacia la infancia. Además, de acuerdo a las 

competencias y usos permitidos para el SGP (Ley 715 de 2001), también se cuenta con 

la posibilidad de financiar acciones para esta población desde la participación en Salud, a 

través de los componentes de promoción y prevención, salud pública y aseguramiento. 

De igual manera se puede contar con recursos de la participación de Propósito General a 

través de usos como cultura, recreación, deporte, atención a población vulnerable, entre 

otros, pueden ser sumados a las iniciativas para la infancia emprendidas desde distintos 

sectores. 

 

Por otra parte, las estimaciones del gasto en infancia muestran también que hay 

entidades del orden nacional como el Ministerio de Cultura, el Instituto Nacional de Salud, 

COLDEPORTES, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, entre otras (Tabla 6), 

que destinan programas y proyectos financiados con recursos nacionales, pero cuya 

implementación se realiza directamente en los municipios y departamentos. De esta 

forma, acciones como la intervención sobre bibliotecas públicas, el fomento del deporte y 

la recreación, la promoción de la nutrición, programas de atención directa a la infancia y 

la familia, y otras más desarrolladas desde el nivel nacional, son posibles de articular a la 

gestión y oferta territorial, debido a su relación directa con la garantía de los derechos de 

la infancia.  

 

De manera complementaria a los recursos provenientes del nivel nacional, los municipios 

y departamentos también pueden sumar fuentes territoriales de recursos a este 
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propósito. Por un lado, se cuenta con el Sistema General de Regalías56, que de acuerdo 

con la normatividad que lo reglamenta (Ley 530 de 2012), está orientado a financiar 

principalmente proyectos de impacto nacional o regional, que pueden contemplar asuntos 

relacionados con la infancia. Los recursos disponibles corresponden principalmente a los 

Fondos de Desarrollo Regional, Compensación Regional y Ciencia, Tecnología e 

Innovación, los cuales están dirigidos a todas las regiones y municipios del país. También 

se puede contar con las Asignaciones Directas a los municipios y departamentos 

productores y portuarios, cuya orientación privilegia la inversión en asuntos relacionados 

con salud, educación, saneamiento básico, cultura, entre otros, que también afectan 

principalmente a los niños y niñas. 

 

Por otro lado, se cuenta con los recursos propios de las entidades territoriales, que 

aunque pueden ser escasos en la gran mayoría de ellas, también pueden ser orientados 

hacia la atención de la infancia, de acuerdo con la voluntad política del territorio. 

Finalmente, también se puede disponer de los aportes que pueden realizar otros actores 

de la sociedad civil como organizaciones no gubernamentales, fundaciones, entidades de 

cooperación internacional, organizaciones comunitarias y otras formas organizativas a 

nivel local, las cuales, sobre la base de sus propios objetivos misionales, desarrollan 

acciones o destinan recursos de diversa índole hacia esta población, y por ende pueden 

ser articuladas a la intervención del Estado.  

 

Como se puede observar, en el nivel territorial se pueden explorar diversas fuentes de 

financiamiento para las acciones dirigidas hacia la infancia, por lo cual más allá de la 

obtención de recursos, es necesario desarrollar allí esquemas de articulación a nivel 

institucional. La importancia de ello radica en que su promoción de la corresponsabilidad 

en la garantía de los derechos de la infancia, de manera que permite darle una expresión 

financiera a los compromisos de las partes en el cumplimiento de este propósito. 

Igualmente, la coordinación de actores e iniciativas representa una oportunidad para 

orientar la política en un marco de integralidad, en tanto permite trascender de un 

enfoque sectorial del gasto hacia una comprensión transversal de la realidad que 

conduce a la planeación conjunta de las acciones y el financiamiento compartido de las 

responsabilidades.  

 

El acompañamiento de estos esquemas de algunos principios generales de gestión, 

puede contribuir además al cumplimiento de otras condiciones requeridas para la 

garantía de derechos. Es así como la evaluación del desempeño y la promoción del 

                                                
 

56
 De acuerdo con el Artículo 360 de la Constitución Nacional, las regalías son una 

contraprestación económica a favor del Estado, proveniente de la explotación de un recurso 
natural no renovable. Se trata de una participación del Estado en los ingresos generados por la 
extracción de recursos naturales, como compensación por el uso del subsuelo, que es de 
propiedad del Estado Nacional, según lo estipula el Artículo 332 de la Constitución. 
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control social, pueden fortalecer la transparencia en la ejecución de los recursos, 

favorecer la rendición de cuentas y motivar la participación de la ciudadanía en el 

desarrollo de las políticas, de manera que se puede avanzar hacia un mayor 

involucramiento de la comunidad en el escenario político del territorio. Algunos ejemplos 

de esquemas orientados bajo estos principios están representados en el Enfoque 

Poblacional (UNFPA, 2008), la Gerencia Social (Licha, 2000) o la Gestión Social Integral 

(SDIS, 2011), en los cuales se privilegia la generación de modelos de atención ajustados 

a las necesidades y propósitos de la población, con base en un abordaje sistémico de la 

realidad territorial y la participación de diversos actores, y por ende, de distintas fuentes 

de financiación, en el desarrollo de las atenciones. 

 

De esta manera, la búsqueda por aunar recursos en función de un mismo propósito, en 

este caso, la garantía de los derechos de la infancia, no sólo puede ser una oportunidad 

para contribuir en la superación de las limitaciones presupuestales asociadas al modelo 

de desarrollo y la distribución de recursos entre niveles de gobierno, sino incluso puede 

conducir a transformar la lógica y la arquitectura institucional, al pasar de una ejecución 

focalizada y sectorial de las acciones, hacia un abordaje integral de las situaciones 

poblacionales, dando cumplimiento además a los principios básicos de la garantía de 

derechos. No obstante, para verificar que ello sea posible, es necesario recolectar 

múltiples evidencias y desarrollar metodologías de análisis que integren las dimensiones 

financiera, institucional y los resultados en la garantía de derechos, cuya profundización 

escapa a los propósitos del trabajo, pero que en caso de ser desarrollada en un futuro, 

podría ayudar a impulsar el desarrollo de estos esquemas de coordinación como un 

medio para hacer posible la implementación de políticas de garantía de derechos para la 

infancia en el marco del actual modelo de desarrollo.  
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4 Conclusiones 
 

Una política de infancia con perspectiva de derechos exige iniciativas coherentes con los 

principios de universalidad, igualdad, integralidad, progresividad, transparencia y 

participación, que además expresen el reconocimiento del interés superior del niño y la 

niña, la prevalencia de sus derechos y favorezcan la corresponsabilidad del Estado, la 

sociedad y la familia en su garantía. Este compromiso exige un respaldo del presupuesto 

público, que no sólo se manifiesta en el uso de los recursos, sino también en el esquema 

tributario, el cual debe ser consistente con las necesidades de financiamiento de los 

derechos y contribuir con el rol redistributivo que cumple la finanza pública. 

 

La infancia como parte de la ciudadanía exige acciones especiales e inmediatas de 

garantía de sus derechos, debido a que su condición de “sujetos en desarrollo” implica 

que toda acción dirigida hacia ella, tiene efectos profundos sobre la estructura social, 

económica e institucional a largo plazo, por lo cual el mejoramiento de sus condiciones 

de vida y el goce efectivo de sus derechos son determinantes de los resultados de 

desarrollo humano y crecimiento económico que obtenga la sociedad en el futuro. En 

virtud de ello, la Protección Integral, el interés superior, la prevalencia, la 

corresponsabilidad y la especificidad de los derechos de los niños y niñas son principios 

fundamentales que debe reconocer el Estado como referentes normativos y estratégicos 

para adelantar acciones específicas y prioritarias hacia esta población. 

 

No obstante estas consideraciones, el modelo actual de desarrollo muestra condiciones 

que restringen la acción del Estado en favor de los derechos y contradicen los principios 

básicos de su garantía. Por un lado, la prioridad del mantenimiento de los equilibrios 

macroeconómicos sobre el cumplimiento de las obligaciones sociales básicas, implica 

que toda política pública dirigida a garantizar derechos, particularmente una política de 

infancia, está en riesgo de incumplir con los principios de participación, universalidad y 

progresividad y no retroceso, dada la limitación de decisión, suficiencia y estabilidad de 

los recursos que implica la sujeción del Estado a la disciplina fiscal. Por otro lado, la 

adopción de esquemas de mercado en la provisión de los servicios sociales, transgrede 

los principios de universalidad, igualdad e integralidad, como consecuencia de la 

fragmentación social que produce su prestación desde un enfoque de mercado, y la 

distorsión de la relación de ciudadanía que implica la focalización del gasto. 

 

En el marco de estas limitaciones, la situación de Colombia muestra al menos dos 

opciones que podrían permitir financiar una política de garantía de derechos para la 

infancia. La primera es la protección legal que tiene el Gasto Público Social, dada la 

declaración del país como Estado Social Derecho y su orientación a financiar el 

cumplimiento de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, entre los cuales la 

infancia tiene un lugar prioritario. El reconocimiento de la garantía de los derechos de los 

niños y niñas como una de sus prioridades puede permitir el financiamiento de la política 

a través del GPS, que complementado con mecanismos de promoción y vigilancia del 
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cumplimiento del interés superior y la prevalencia de sus derechos, puede propender 

incluso por un aumento de los recursos destinados a esta población. Según lo muestra el 

análisis de cifras, es necesario aumentar la participación del gasto en infancia como 

proporción del GPS, de modo que se pueda beneficiar en igual medida de la tendencia 

creciente que ha presentado este gasto en los últimos doce años. 

 

La segunda opción de financiamiento consiste en la concurrencia de recursos para 

promover la articulación de entidades, políticas y actores sociales, que contribuye a 

cumplir con los principios de corresponsabilidad, integralidad, transparencia y 

participación en la garantía de los derechos, además de contrarrestar las restricciones 

presupuestales y la fragmentación de la política social. La ventaja de estos modelos de 

coordinación de acciones es que podrían incluso contribuir a transformar la arquitectura 

institucional y la lógica de la intervención pública en la garantía de los derechos, aunque 

ello aún está por demostrarse y desarrollarse. 

 

Así como este último aspecto, quedan marcados en el trabajo varios temas y debates 

para futuras investigaciones. Por un lado, quedan en deuda asuntos para profundizar 

como los efectos de las reformas del Consenso de Washington en la garantía de los 

derechos, una propuesta esquemática de cómo abordar la finanza pública como 

mecanismo de redistribución de recursos, un examen del cumplimiento de la disciplina 

fiscal y el efectivo logro de las intenciones de las reformas del Consenso, una 

demostración de la fragmentación de la política social causada por la focalización del 

gasto, entre otros temas que amplían el debate. Del mismo modo, quedan proyectadas 

inquietudes para complementar el análisis aquí propuesto, como una evaluación de las 

consecuencias de la concurrencia de recursos en los esquemas institucionales de 

política, una revisión de los contenidos del Gasto Público Social en relación con la 

garantía de los derechos de la infancia, o el desarrollo de una metodología que permita 

estimar sistemáticamente el monto de recursos dirigidos hacia esta población. A pesar de 

estas incertezas y de otras más que quedan sin enunciar, se espera que con las 

reflexiones aquí propuestas se puedan suscitar debates favorables a la garantía de los 

derechos de la infancia en el país, así como ofrecer pistas sobre temas que puedan ser 

desarrollados desde otras perspectivas, de modo que se puedan alimentar las 

discusiones conceptuales y técnicas requeridas para generar un mayor conocimiento 

sobre esta temática en el país.  
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Anexo de cuadros, tablas y gráficas  
 

Cuadro 1. Correspondencia entre los componentes del Gasto Público Social y los Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales

 
Fuente: Vizcaíno (2012; pp. 18-19). 

 

Cuadro 2. Relación entre grupos de derechos de la niñez y componentes del Gasto Público 
Social 

 
Fuente: Adaptado de “Guía para que los países reporten la información presupuestaria anual de los recursos 

asignados a los derechos de los niños, niñas y adolescentes”, pp. 4. Tomado de Vizcaíno (2012), pp. 29, 

Tabla 2. 

 

 

Contenido  
común del Gasto 

Público Social

Protección y 
fomento del 

empleo

Seguridad social

Asistencia social

Nutrición

Vivienda

Agua potable y 
saneamiento básico

Saneamiento 
ambiental

Salud

Educación

Derechos Económicos, Sociales y Culturales contenidos 
en el Pacto Internacional (PIDESC)

Art. 6: Derecho a trabajar

Art. 7: Derecho al goce de condiciones de trabajo equitativas y 
satisfactorias

Art. 8: Derecho a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección

Art. 9: Derecho a la seguridad social, incluso al seguro social.

Art. 10: Conceder a la familia la más amplia protección y asistencia 
posibles

Art. 11: Derecho a un nivel de vida adecuado para sí y para la 
familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados y a una 

mejora continua de las condiciones de existencia

Art. 12: Derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud física y 
mental

Art. 13: Derecho a la educación
Art. 15: Derecho a participar en la vida cultural y gozar de los 

beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones 

Definición del 
Estatuto Orgánico 
del Presupuesto

Bienestar 
general

Mejoramiento de 
la calidad de vida

Vivienda

Agua potable

Saneamiento 
ambiental

Salud

Educación

Deporte y 
recreación

Categoría de 
derechos 

Clasificación Presupuestal 
Funcional 

Área Temática 

Derecho a la 
supervivencia   

Salud Salud Pública 

Medio ambiente 
Vivienda y Espacio público 

Medio ambiente 
Saneamiento 

Protección Social 
 

Alimentación y nutrición 

Asistencia Social 

Derecho al desarrollo Educación Educación Inicial 
Educación Primaria 
Educación Secundaria 
Educación Media 

Recreación, Deporte, Cultura y 
Comunicación 

Cultura 

Recreación y Deporte 

Derecho a la 
participación 

Protección Social Acceso a la Identidad 

Recreación, Deporte, Cultura y 
Comunicación 
 

Información 

Medios masivos de 
comunicación 

Participación de la niñez 

Derecho a la 
protección 

Justicia Protección contra abuso, 
violencia, explotación y 
discriminación 

Protección Social 
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Tabla 1. Gasto Público Social según sector, 2000-2012. (Miles de millones de pesos 

corrientes) 

 
Fuente: Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Bitácora cifras presupuestales 2000-2012. 

 

Tabla 2. Participación de los sectores en el Gasto Público Social 

 
Fuente: Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Bitácora cifras presupuestales 2000-2012. Cálculos 

propios. 

 

Gráfica 1. Gasto Público Social (Miles de millones de pesos de 2005) 

 
Fuente: Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Bitácora cifras presupuestales 2000-2012. DANE – 

Cuentas Nacionales. Cálculos con base en deflactor del PIB. 

 

 

 

 

Sector 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012

Agua potable y 

saneamiento ambiental
830,9 1.254,9 480,5 1.065,0 1.016,4 1.412,6 1.500,2 1.753,2 1.278,6 2.507,7 2.633,7 2.571,2 3.182,5

Vivienda social 1.173,1 456,2 797,7 414,0 333,1 450,9 488,6 704,8 1.594,2 890,1 878,7 1.144,7 1.455,2

Salud 3.976,2 4.961,3 4.191,9 4.603,6 6.021,7 6.378,6 7.059,4 7.688,2 9.360,4 9.459,6 10.687,2 11.846,4 12.944,9

Cutura, Deporte y 

Recreación
500,9 232,0 107,6 300,4 593,8 389,4 564,3 726,6 925,4 1.014,8 981,3 1.060,1 1.156,9

Educación 6.284,0 6.281,7 9.050,5 9.611,9 9.026,4 10.333,7 11.011,2 11.810,3 13.463,1 15.249,3 17.161,0 17.272,5 18.971,0

Trabajo y seguridad social 8.405,9 11.305,2 12.254,3 11.994,2 15.593,0 21.484,7 23.138,8 30.652,6 33.533,1 42.902,4 42.568,7 42.359,6 49.288,0

Total Gasto Público Social 21.171,0 24.491,3 26.882,5 27.989,1 32.584,4 40.449,9 43.762,5 53.335,7 60.154,8 72.023,9 74.910,6 76.254,5 86.998,5

PGN Total 50.594,0 62.752,0 66.758,0 71.744,0 81.707,0 93.475,0 105.923,0 117.179,0 125.291,0 142.045,0 149.759,0 151.312,0 165.276,0

PGN sin deuda 31.007,4 35.583,0 39.206,6 40.785,9 47.423,9 58.490,7 64.029,3 76.632,6 86.402,9 103.460,3 107.583,2 109.513,7 124.943,9

% GPS / PGN 41,84% 39,03% 40,27% 39,01% 39,88% 43,27% 41,32% 45,52% 48,01% 50,70% 50,02% 50,40% 52,64%

% GPS / PGN sin deuda 68,28% 68,83% 68,57% 68,62% 68,71% 69,16% 68,35% 69,60% 69,62% 69,62% 69,63% 69,63% 69,63%

% PIB 10,15% 10,84% 10,96% 10,28% 10,59% 11,89% 11,40% 12,37% 12,53% 14,27% 13,78% 12,38% 13,15

Sector 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012

Agua potable y 

saneamiento ambiental
3,9% 5,1% 1,8% 3,8% 3,1% 3,5% 3,4% 3,3% 2,1% 3,5% 3,5% 3,4% 3,7%

Vivienda social 5,5% 1,9% 3,0% 1,5% 1,0% 1,1% 1,1% 1,3% 2,7% 1,2% 1,2% 1,5% 1,7%

Salud 18,8% 20,3% 15,6% 16,4% 18,5% 15,8% 16,1% 14,4% 15,6% 13,1% 14,3% 15,5% 14,9%

Cutura, Deporte y 

Recreación
2,4% 0,9% 0,4% 1,1% 1,8% 1,0% 1,3% 1,4% 1,5% 1,4% 1,3% 1,4% 1,3%

Educación 29,7% 25,6% 33,7% 34,3% 27,7% 25,5% 25,2% 22,1% 22,4% 21,2% 22,9% 22,7% 21,8%

Trabajo y seguridad social 39,7% 46,2% 45,6% 42,9% 47,9% 53,1% 52,9% 57,5% 55,7% 59,6% 56,8% 55,6% 56,7%

Total Gasto Público Social 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 100,0%
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Gráfica 2. Participación del Gasto Público Social en el Presupuesto General de la Nación y 
el PIB 

 
Fuente: Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Bitácora cifras presupuestales 2000-2012. Cálculos 

propios. 

 

Tabla 3. Gasto en infancia y adolescencia según sector, 2005-2011. (Miles de millones de 
pesos corrientes) 

 
Fuente: Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Bases de datos de ejecución presupuestal por proyecto y 

entidad, 2005-2011. Cálculos propios. 

 

 

 

 

 

 

Sector 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011

Ambiente y Desarrollo Sostenible                  0,68                  1,34                  0,44                  1,76                  1,69                  1,66                  2,58 

Ciencia y Tecnología                  0,35                       -                         -                         -                         -                         -                         -   

Comunicaciones                10,48                16,38                62,53                55,27              128,48              171,16              158,18 

Cultura y deporte                16,01                  9,20                10,19                11,84                16,96                13,39                  9,50 

Educación              425,24              502,89              584,51              713,94              823,96              861,69              752,00 

Estadísticas                       -                    0,42                       -                         -                         -                         -                         -   

Fiscalía                  0,21                  0,46                  1,30                  1,08                  0,92                  0,16                  0,02 

Interior y Justicia                       -                    0,18                  0,18                       -                         -                         -                    0,10 

Organismos de Control                       -                         -                    0,55                  2,23                  1,14                  4,09                  5,46 

Planeación                       -                         -                         -                         -                         -                  19,30                26,73 

Rama Judicial                       -                         -                         -                    2,19                  8,19                  4,15                  7,57 

Registraduría                46,00                78,39                82,76              165,68              112,80                94,27                48,80 

Relaciones Exteriores                  5,99                  2,89                  1,89                  1,36                  0,30                  1,62                  0,98 

Salud, Protección Social y Trabajo          1.354,69          1.696,37          2.026,80          2.562,63          2.693,20          2.483,47          2.555,21 

Vivienda, Ciudad y Territorio                       -                         -                    0,11                  0,20                  0,46                  0,47                  0,01 

Total por sectores          1.859,67          2.308,53          2.771,26          3.518,18          3.788,10          3.655,45          3.567,15 

SGP Alimentación Escolar                76,25                81,54                87,90                95,19              106,01              114,85              119,61 

SGP Educación          8.758,01          9.290,16        10.016,59        11.047,33        12.790,29        13.821,59        14.700,65 

SGP Primera Infancia                       -                         -                         -                270,24              360,83                       -                         -   

Total SGP Infancia          8.834,26          9.371,70        10.104,49        11.412,75        13.257,14        13.936,44        14.820,26 

Total Gasto en Infancia 10.693,93 11.680,23 12.875,75 14.930,93 17.045,23 17.591,89 18.387,41
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Gráfica 3. Gasto en infancia y adolescencia (Miles de millones de pesos de 2005) 

 
Fuente: Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Bases de datos de ejecución presupuestal por proyecto y 

entidad, 2005-2011. Bitácora cifras presupuestales 2000-2012. DANE – Cuentas Nacionales. Cálculos 

propios con base en deflactor del PIB. 

 

 

Gráfica 4. Porcentaje del Gasto en infancia y adolescencia con respecto a agregados 
económicos 

 
Fuente: Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Bases de datos de ejecución presupuestal por proyecto y 

entidad, 2005-2011. Bitácora cifras presupuestales 2000-2012. DANE – Cuentas Nacionales. Cálculos 

propios. 
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Tabla 3. Gasto Público Social destinado a niñez y adolescencia según estimaciones de la 
Contraloría General de la República, 2004-2009 (Miles de millones de pesos corrientes) 

 
Fuente: Contraloría General de la República. Convenio CGR-UNICEF. Presentación de la Contraloría 

Delegada para el sector social. 09 de junio de 2010. 

 

 

Tabla 4. Gasto en infancia y adolescencia según entidad, 2005-2011 (Millones de pesos 
corrientes) 

 
Fuente: Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Bases de datos de ejecución presupuestal por proyecto y 

entidad, 2005-2011. Cálculos propios. 

 

 

 

 

 

Programas con clasificadores para NNA 2004 2005 2006 2007 2008 2009

Educación Básica y Media 9.578,0 10.468,4 10.972,7 11.693,5 13.057,4 15.091,3

Niñez (0 a 17) 970,3 1.135,7 1.432,2 1.729,4 2.200,3 2.449,0

Primera infancia (0 a 5) 8,8 2,7 3,1 3,1 385,3 551,9

Alimentación Escolar 70,9 76,2 81,5 87,9 94,6 106,0

Niñez (0 a 18) Desplazados 0,0 0,0 64,0 127,6 152,9 0,0

Niñez y jovenes de la calle 0,0 0,0 7,1 0,0 0,0 0,0

Educacion especial (6 a 17) 0,3 0,5 2,7 2,1 0,6 0,6

Niñez Prevención trabajo infantil 0,5 0,7 0,5 1,1 0,9 1,3

Total general 10.628,7 11.684,3 12.563,9 13.644,7 15.891,9 18.200,1

Entidad Uso general 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011

Fondo de (Tecnologías de la 

información y las) comunicaciones

Programa Computadores para 

Educar
         10.483,9          16.377,4          62.529,5          55.270,0        128.482,0        171.164,0        158.178,2 

Fondo Nacional de Regalías Infraestructura educativa                        -                         -                         -                         -                         -           19.300,0          26.728,5 

Fondo Rotatorio del Ministerio de 

Relaciones Exteriores

Aportes a organismos de Naciones 

Unidas (UNICEF y UNESCO)
           5.993,2            2.893,0            1.891,6            1.363,7                297,4            1.619,3                983,6 

Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar (ICBF)

Programas de atención a niños, 

niñas, adolescentes y familias
   1.351.200,4    1.693.518,8    2.023.760,2    2.560.943,7    2.689.599,7    2.298.773,9    2.550.894,6 

Instituto Colombiano del Deporte - 

Coldeportes

Promoción educación física y 

recreación
               715,6            1.005,9            3.570,5            3.401,1            3.549,1            2.368,1            1.500,6 

Instituto Colombiano para el Fomento 

de la Educación Superior (ICFES)

Divulgación de resultados de la 

evaluación de la calidad de la 

educación

           2.100,0            3.045,4            2.658,9            4.393,7          17.536,0                637,2                        -  

Instituto Nacional de Salud (INS)
Mejoramiento de la situación 

nutricional
           3.012,5            1.920,5            1.340,7                768,8            2.285,7            2.531,2            1.735,6 

Ministerio de Cultura
Adecuación de Bibliotecas y Plan 

Nacional de Lectura
         14.947,6            7.461,5            6.510,8            8.434,4          13.413,4          11.026,4            8.000,0 

Ministerio de Educación Nacional 

(MEN)

Gestión para el aumento de 

cobertura, mejoramiento de 

calidad y cualificación de la 

administración educativa

       422.395,0        499.127,7        581.161,0        708.632,3        805.878,8        860.430,4        751.499,9 

Ministerio de (Salud y) la Protección 

Social

Erradicación de las Peores Formas 

de Trabajo Infantil - Ampliación 

del POS Subsidiado para niñso y 

niñas menores de 12 años (2010)

               475,4                932,0            1.702,0                916,0            1.310,4        182.165,6                581,5 

Registraduría Nacional del Estado Civil
Sostenimiento de los sistemas de 

identificación y Registro Civil 
         46.000,0          78.388,1          82.756,8        165.682,0        112.798,4          84.123,5          32.916,0 

Otras Entidades

Educación ambiental, estudios, 

infraestructuras para niños y niñas 

y otros proyectos

           2.342,4            3.860,7            3.382,4            8.376,4          12.946,1          21.307,4          34.128,6 

SGP Alimentación Escolar Alimentación escolar          76.253,2          81.539,9          87.897,9          95.186,4        106.011,6        114.847,3        119.609,7 

SGP Educacion
Funcionamiento del sistema 

educativo formal
   8.758.010,6    9.290.160,4  10.016.591,6  11.047.325,7  12.790.291,0  13.821.591,0  14.700.653,9 

SGP Primera Infancia
Infraestructura y dotación para 

primera infancia
                       -                         -                         -         270.240,1        360.834,4                        -                         -  

Total general 10.693.929,8 11.680.231,5 12.875.753,8 14.930.934,1 17.045.233,9 17.591.885,5 18.387.410,8
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